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RESUMEN

El presente trabajo de investigación se centró en el análisis del reexamen 

de viabilidad de los presupuestos de constitución de testigos protegidos con 

reserva de su identidad. Objetivo: Determinar si existe incumplimiento del 

reexamen de los presupuestos de la constitución de testigos cuya identidad 

fue reservada o protegida, lo que afecta al ejercicio pleno del derecho a la 

defensa de procesado, en el Juzgado Colegiado de Huánuco, 2021. 

Metodología: Enfoque, cualitativo y cuantitativo; nivel, descriptivo explicativo; 

tipo, básica; diseño no experimental y de corte transversal; la población estuvo 

conformada por profesionales en derecho, que se desempeñan como 

abogados litigantes en materia penal; para la muestra se tuvo en 

consideración a 20 letrados litigantes en derecho penal; asimismo, se analizó 

un caso concreto relacionado al tema de investigación. Resultados: En el 

Juzgado Colegiado de Huánuco, durante el año 2021, se evidenció el 

incumplimiento del reexamen de los presupuestos que justificaron la reserva 

de identidad de testigos. La ausencia de control jurisdiccional periódico afectó 

el derecho de defensa del imputado, limitando la contradicción probatoria y la 

igualdad de armas procesales. Conclusiones: En el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, en el año 2021, se constató que no se realizó el reexamen de los 

presupuestos de la reserva de identidad del testigo. La falta de audiencias de 

control mantuvo una medida excepcional sin motivación actualizada, 

vulnerando los derechos fundamentales de defensa y contradicción del 

imputado.

 Palabras clave: Testigo, reserva de identidad, presupuestos de cons-

titución, reexamen, derecho a la defensa.
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ABSTRACT

The present research work focused on the analysis of the re-examination 

of the viability of the assumptions of constitution of protected witnesses with 

reservation of their identity. Objective: To determine if there is non-

compliance with the re-examination of the premises of the constitution of 

witnesses whose identity was reserved or protected, which affects the full 

exercise of the right to defense of the accused, in the Collegiate Court of 

Huánuco, 2021. Methodology: Approach, qualitative and quantitative; level, 

descriptive explanatory; type, basic; design, non-experimental and cross-

sectional; the population consisted of legal professionals who work as litigating 

lawyers in criminal matters; for the sample, 20 litigating lawyers in criminal law 

were taken into consideration; in addition, a specific case related to the 

research topic was analyzed. Results: In the Collegiate Court of Huánuco, 

during the year 2021, the failure to re-examine the assumptions that justified 

the confidentiality of the identity of witnesses was evidenced. The absence of 

periodic judicial review affected the right of defense of the accused, limiting the 

contradiction of evidence and the equality of procedural arms. Conclusions: 

In the Collegiate Court of Huánuco, in 2021, it was found that the 

reexamination of the assumptions of the confidentiality of the witness was not 

carried out. The lack of control hearings maintained an exceptional measure 

without updated motivation, violating the fundamental rights of defense and 

contradiction of the accused.

 Keywords: Witness, confidentiality of identity, presuppositions of 

constitution, re-examination and right to defense.
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INTRODUCCIÓN 

La presente tesis abordó el problema del incumplimiento del reexamen 

de los presupuestos que justificaron la constitución del testigo con reserva de 

identidad en el proceso penal, situación que se evidenció en el Juzgado 

Colegiado de Huánuco durante el año 2021. Dicho problema se formuló a 

partir de la verificación de prácticas judiciales en las que no se realizó una 

evaluación motivada de la subsistencia del peligro grave para la vida, la 

libertad, los bienes o los familiares del testigo, presupuestos exigidos por el 

Nuevo Código Procesal Penal, lo que generó una posible afectación al 

ejercicio pleno del derecho constitucional a la defensa del imputado. 

En ese contexto, el objetivo principal de la investigación fue determinar 

si existió incumplimiento del reexamen de los presupuestos de la constitución 

del testigo con reserva de identidad y si dicho incumplimiento afectó el 

derecho a la defensa en el Juzgado Colegiado de Huánuco. La investigación 

se justificó desde una perspectiva teórica, al contribuir al análisis crítico de 

una institución procesal excepcional; práctica, al evidenciar deficiencias en la 

actuación jurisdiccional; y metodológica, al emplear técnicas e instrumentos 

aplicables a investigaciones jurídicas similares. 

El estudio se desarrolló mediante un enfoque cualitativo y cuantitativo, 

con nivel descriptivo explicativo, tipo básico y diseño no experimental de corte 

transversal. Se emplearon como técnicas la encuesta y el análisis documental, 

siendo las principales fuentes de información la doctrina especializada, la 

normativa penal vigente y la jurisprudencia nacional e internacional. Entre las 

limitaciones se encontró el acceso restringido a expedientes judiciales debido 

a la reserva de los procesos analizados. 

Finalmente, los resultados permitieron concluir que en el año 2021 

existió un incumplimiento del deber de reexamen de los presupuestos de la 

reserva de identidad del testigo, lo que conllevó a la vulneración de derechos 

fundamentales del imputado, especialmente el derecho a la defensa y al 

principio de contradicción y a ofrecer nuevos medios probatorios. 
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CAPÍTULO I 

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

1.1. SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 

La figura jurídica de la constitución de la reserva de identidad en el 

testigo continúa siendo objeto de un debate minucioso tanto en la doctrina 

como en la jurisprudencia penal peruana, debido a que su regulación 

confronta directamente dos derechos fundamentales de naturaleza opuesta: 

por un lado, el derecho a la defensa del investigado y, por otro, el derecho a 

la vida, la libertad, la integridad personal y la protección de los bienes y 

familiares del testigo. Ello ocurre a pesar de que, en la actualidad, esta 

institución cuenta con respaldo normativo y jurisprudencial, encontrándose 

regulada en los artículos 248, 249 y 250 del Nuevo Código Procesal Penal, en 

el Decreto Supremo N.º 003-2010-JUS, que aprueba el Reglamento del 

Programa Integral de Protección a Testigos, Peritos, Agraviados o 

Colaboradores que Intervengan en el Proceso Penal, así como en el 

Reglamento del Programa de Asistencia de Víctimas o Testigos, aprobado 

mediante Resolución de la Fiscalía de la Nación N.º 1558-2008-MP-FN. 

En el ordenamiento jurídico peruano, el testigo con reserva de identidad 

o testigo protegido es aquella persona que, sin haber cometido el delito, lo ha 

presenciado de manera directa o indirecta y se encuentra dispuesta a rendir 

su testimonio con el propósito de contribuir o colaborar con la investigación 

penal. No obstante, se considera que la revelación de su identidad como 

nombres, apellidos, domicilio y datos familiares podría poner en grave riesgo 

su vida, su libertad personal, su integridad física, así como la seguridad de 

sus bienes y de sus familiares. En tal sentido, el artículo 248 del Nuevo Código 

Procesal Penal establece la posibilidad de dictar medidas de protección 

destinadas a salvaguardar dichos derechos. El testigo protegido se diferencia 

del colaborador eficaz en que no recibe ningún beneficio procesal, pues su 

intervención tiene como finalidad exclusiva el esclarecimiento de la verdad de 

los hechos investigados. 

A más de dieciocho años de vigencia del Nuevo Código Procesal Penal 

de 2004, la jurisprudencia nacional y diversas investigaciones científicas han 
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puesto de manifiesto que la aplicación de esta figura puede afectar el derecho 

a la defensa, el principio de contradicción y otras garantías procesales del 

imputado. Sin embargo, mediante un criterio de ponderación, el legislador 

optó por regularla como una medida excepcional. 

En ese sentido, el Colegiado “B” de la Sala Penal Nacional del Perú 

(2016), al resolver la solicitud de revelación de la identidad de un testigo 

protegido en la Causa N.º 935-2007, seguida contra JMRS y otros por el delito 

de asesinato en agravio de SCH, desarrolló un amplio debate sobre uno de 

los conflictos más complejos dentro del proceso penal: la utilización del 

testimonio de un testigo cuya identidad se encuentra protegida. En dicho caso, 

se confrontaron, por un lado, el derecho a la vida y a la integridad física del 

testigo y, por otro, el derecho social a conocer la verdad de los hechos, así 

como el derecho del imputado a confrontar a los testigos que declaran en su 

contra en igualdad de condiciones, garantizando los principios de inmediación, 

publicidad, contradicción e igualdad de armas. Asimismo, se resaltó la 

importancia del contrainterrogatorio abierto, pleno y eficaz, que permita a la 

defensa apreciar la actitud del testigo, cuestionar la sinceridad de su relato e 

indagar sobre posibles motivos de enemistad o perjuicio hacia el procesado. 

En tal sentido, la Sala reiteró que la reserva de identidad limita el ejercicio del 

derecho a la defensa y el principio de igualdad de armas (fundamento 7). 

A nivel internacional, este debate también ha sido abordado por órganos 

jurisdiccionales supranacionales. Así, en el caso Norín Catrimán y otros 

(Dirigentes, miembros y activista del pueblo indígena mapuche) vs. Chile en 

2014, resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que 

estableció la necesidad de justificar, mediante criterios razonables y objetivos, 

la decisión de reservar la identidad de un testigo cuando existan situaciones 

de riesgo, como ocurrió con dirigentes y activistas del pueblo indígena 

mapuche (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2014). 

De manera similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos abordó 

esta problemática en el caso Doorson vs. Netherlands en 1996, enfatizando 

que el uso de testigos anónimos se encontraba debidamente justificado 

debido a la naturaleza del delito de tráfico de drogas. En dicha sentencia se 

estableció una doctrina aplicable a las medidas de protección con reserva de 
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identidad, consistente en: Realizar un análisis de ponderación entre los 

intereses de la defensa y la protección del testigo, fundamentar de manera 

convincente las razones que justifican la concesión de la medida y compensar 

adecuadamente la eventual afectación de los derechos del acusado (Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos, 1996). 

Del mismo modo, en el caso Krasniki vs. The Czech Republic en el 2006, 

el Tribunal Europeo ratificó esta doctrina, pero determinó que no se evaluaron 

adecuadamente las razones del temor del testigo ni se fundamentó de manera 

suficiente la decisión de otorgar el anonimato, concluyendo que las medidas 

adoptadas no justificaban la limitación del derecho de defensa del acusado 

(Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 2006). 

En este contexto, resulta evidente que la protección de los datos 

identificatorios del testigo se sustenta en la aplicación del principio de 

ponderación, privilegiando los intereses del Estado en la persecución del 

delito y la identificación de los responsables, lo cual, en determinados casos, 

puede relegar los derechos fundamentales del acusado, como el derecho de 

defensa, contradicción, interrogatorio y ofrecimiento de medios probatorios. 

En el ámbito doctrinario, diversos autores coinciden con esta posición 

jurisprudencial. Valenzuela y Alache (2024), en su obra “El uso de la 

declaración del testigo anónimo o con reserva de identidad en la prisión 

preventiva y el juzgamiento”, reconocen que, si bien la aplicación de esta 

institución jurídica es legítima y en ciertos casos necesaria, su utilización 

especialmente cuando se reserva la identidad del testigo y puede vulnerar 

derechos fundamentales del procesado, resultando difícilmente compatible 

con el derecho de defensa. 

Por su parte, Ríos (2016), en su trabajo titulado “La admisibilidad de la 

declaración de testigos desconocidos por la defensa”, señala que cuanto 

mayor sea el riesgo que corra la vida o la integridad física del testigo, mayores 

serán las medidas de protección adoptadas, siendo la confidencialidad de su 

identidad una de las principales. No obstante, con el desarrollo del proceso 

penal, dicha medida supone una afectación al derecho de defensa y una 
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limitación del principio de contradicción, incrementando el riesgo de errores 

judiciales. 

El ordenamiento jurídico penal peruano ha previsto la posibilidad de 

revelar la identidad del testigo antes del inicio del juicio oral, conforme a lo 

dispuesto en el numeral 2 del artículo 250 del Nuevo Código Procesal Penal, 

siempre que el investigado y su defensa lo soliciten de manera debidamente 

fundamentada y motivada. Esta disposición permitiría identificar los móviles 

que originaron la declaración del testigo, ya sea con fines de colaboración con 

la investigación o con el propósito de perjudicar al investigado. 

Sin embargo, esta regulación resulta contradictoria y de difícil aplicación 

práctica, pues resulta complejo fundamentar adecuadamente la solicitud de 

revelación de la identidad de un testigo cuya identidad se desconoce. 

Asimismo, existe el riesgo de que el testigo simule situaciones de peligro grave 

para su vida, integridad o la de su familia, lo cual podría conllevar al rechazo 

de la solicitud por parte del juez. 

El principal quiebre entre la norma y la realidad se advierte en el numeral 

1 del artículo 250 del Nuevo Código Procesal Penal, el cual dispone que el 

juez penal unipersonal o colegiado debe emitir una resolución debidamente 

fundamentada sobre la pertinencia de mantener, modificar o suprimir las 

medidas de protección implementadas durante las etapas de investigación 

preparatoria o intermedia. Dicha disposición obliga al órgano jurisdiccional a 

revisar de oficio la persistencia de los presupuestos que justificaron la 

constitución del testigo con reserva de identidad, conforme al numeral 2 del 

artículo 247 del citado cuerpo normativo. 

Exposición concreta del núcleo del problema 

No obstante, en la práctica judicial, particularmente en procesos 

tramitados en el Distrito Judicial de Huánuco, se ha advertido que, durante la 

etapa de juzgamiento, los jueces unipersonales y colegiados no emiten 

resoluciones en las que valoren de manera fundamentada la permanencia, 

modificación o supresión de las medidas de protección ni la persistencia de 

los presupuestos que motivaron la reserva de identidad del testigo, 

evidenciándose un aparente incumplimiento del deber de reexamen de oficio. 
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Esta situación resulta especialmente grave si se considera que las 

declaraciones de los testigos con reserva de identidad tienen un peso 

significativo en el juicio oral, debido a: primero, su fuerza probatoria, en tanto 

pueden constituir el principal elemento de cargo cuando no existen otros 

medios probatorios directos; segundo, sus efectos jurídicos, pues pueden 

sustentar la imposición de medidas coercitivas como la prisión preventiva, así 

como el auto de enjuiciamiento o una sentencia condenatoria; y tercero, la 

dificultad de identificar posibles móviles espurios del testigo, como conflictos 

personales o deseos de perjudicar al investigado, conforme a lo señalado en 

el Acuerdo Plenario N.º 002-2005/CJ-116 sobre la sindicación en el proceso 

penal. 

Si bien en el Perú no existe una base estadística nacional que precise 

cuántas personas privadas de libertad se encuentran en dicha situación por 

decisiones sustentadas en testimonios de testigos con reserva de identidad, 

resulta pertinente utilizar información general como referencia. En ese sentido, 

según datos del Instituto Nacional Penitenciario (INPE, 2021), en la Oficina 

Regional de Huánuco, al mes de junio de 2025, existían 6163 internos, de los 

cuales 5872 eran varones y 291 mujeres. Del total de varones, 2981 se 

encontraban en condición de procesados y 2891 como sentenciados; mientras 

que, del total de mujeres, 134 eran procesadas y 157 sentenciadas. 

Ante este escenario, surge la interrogante respecto a cuántos de estos 

internos se encuentran privados de libertad como consecuencia de 

resoluciones sustentadas en testimonios de testigos con reserva de identidad 

y en cuántos de dichos procesos el juez de juzgamiento realizó el reexamen 

de oficio de las medidas de protección y de los presupuestos que motivaron 

dicha reserva, conforme a lo dispuesto en el artículo 250 del Nuevo Código 

Procesal Penal. La necesidad de responder a estas interrogantes, frente al 

aparente incumplimiento del reexamen de oficio de las medidas de protección, 

justifica la realización del presente estudio y la formulación de los 

correspondientes problemas de investigación. 
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1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  

1.2.1. PROBLEMA GENERAL  

PG. ¿Existe incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución del testigo con reserva de identidad que afecta el ejercicio 

del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de Huánuco, 2021? 

1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS  

PE1: ¿Existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para la vida y la libertad del testigo, que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021? 

 PE2: ¿Existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para los bienes y familiares del testigo, que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021? 

1.3. OBJETIVOS  

1.3.1. OBJETIVO GENERAL  

OG. Determinar si existe incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución del testigo con reserva de identidad 

que afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado 

Colegiado de Huánuco, 2021. 

1.3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  

OE1: Identificar si existe incumplimiento del reexamen del 

presupuesto de la existencia de peligro grave para la vida y la libertad 

del testigo, que afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el 

Juzgado Colegiado de Huánuco, 2021. 

OE2: Identificar si existe incumplimiento del reexamen del 

presupuesto de la existencia de peligro grave para los bienes y 

familiares del testigo, que afecta el ejercicio del derecho a la defensa, 

en el Juzgado Colegiado de Huánuco, 2021. 
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1.4. JUSTIFICACIÓN 

1.4.1. JUSTIFICACIÓN TEÓRICA 

La justificación teórica de la presente investigación se sustentó en 

la necesidad de generar y consolidar conocimiento jurídico respecto al 

incumplimiento de la obligación de los jueces de proceder de oficio al 

reexamen, reevaluación o análisis de la permanencia, modificación o 

supresión de las medidas de protección, así como de la persistencia de 

los presupuestos que fundamentaron la constitución del testigo con 

reserva de identidad dentro del proceso penal, específicamente en el 

Juzgado Colegiado de Huánuco durante el año 2021. 

En ese sentido, el estudio permitió profundizar el análisis de una 

problemática que, si bien se encuentra regulada normativamente, 

presenta vacíos en su aplicación práctica, particularmente en la etapa de 

juzgamiento. Asimismo, se abordó críticamente el uso de la reserva de 

identidad como una institución procesal que, conforme a la doctrina, 

constituye un mecanismo relevante para el esclarecimiento de los 

hechos y la identificación de responsabilidades penales. No obstante, 

también se evidenció que su aplicación indebida o su mantenimiento 

automático en el tiempo puede generar afectaciones al derecho 

fundamental de defensa del imputado, especialmente cuando no se 

verifica la subsistencia real de los presupuestos que justificaron su 

adopción. 

Desde esta perspectiva, la investigación aportó elementos teóricos 

que permitieron reafirmar lo señalado por Ríos (2016), quien sostiene 

que la reserva de identidad debe ser aplicada con especial cautela, 

debido a que su uso desproporcionado o carente de control judicial 

efectivo puede vulnerar garantías esenciales del debido proceso, entre 

ellas el derecho de defensa. 

1.4.2. JUSTIFICACIÓN PRÁCTICA 

La justificación práctica del estudio se sustentó en la necesidad de 

aportar conclusiones relevantes que evidenciaran la importancia de 

realizar un reexamen constante, efectivo y debidamente motivado de la 
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permanencia de la reserva de identidad de los testigos dentro del 

proceso penal. Ello resultó pertinente debido a que los efectos jurídicos 

derivados de esta figura procesal, en determinados casos, pueden incidir 

de manera directa en la limitación del ejercicio del derecho de defensa 

de la persona investigada o procesada. 

En ese contexto, los resultados obtenidos permitieron poner en 

evidencia prácticas judiciales que no se ajustaron plenamente a lo 

dispuesto por el artículo 250 del Nuevo Código Procesal Penal, 

especialmente en lo referido al deber del órgano jurisdiccional de revisar 

de oficio la subsistencia de los presupuestos de peligro grave que 

motivaron la adopción de las medidas de protección. De este modo, la 

investigación generó aportes prácticos orientados a fortalecer la 

actuación judicial, promoviendo una aplicación más rigurosa y garantista 

de la normativa procesal penal, en equilibrio con los derechos 

fundamentales de las partes procesales. 

1.4.3. JUSTIFICACIÓN METODOLÓGICA 

Desde el punto de vista metodológico, la investigación se justificó 

en tanto permitió el análisis sistemático de la normativa jurídica aplicable, 

la jurisprudencia relevante y la doctrina especializada, tanto a nivel 

internacional, nacional como local, con la finalidad de obtener un 

conocimiento integral y contextualizado sobre el objeto de estudio. Dicho 

análisis facilitó la comprensión de la problemática desde una perspectiva 

teórico-práctica, fortaleciendo el desarrollo del trabajo de investigación. 

Asimismo, se elaboraron y aplicaron instrumentos de recolección 

de datos que resultaron pertinentes y adecuados para el estudio del 

fenómeno jurídico analizado, asimismo, se analizó un caso relaciones a 

la investigación, los cuales podrían ser utilizados o adaptados en futuras 

investigaciones que aborden temáticas similares, bajo enfoques y 

diseños metodológicos afines. En tal sentido, la investigación contribuyó 

no solo al análisis del caso concreto del Juzgado Colegiado de Huánuco, 

sino también al fortalecimiento de herramientas metodológicas útiles 

para el desarrollo de investigaciones jurídicas posteriores. 
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1.5. LIMITACIONES 

Una de las principales limitaciones de la investigación estuvo 

relacionada con el acceso a los casos judiciales vinculados al objeto de 

estudio. En efecto, no fue posible acceder a una mayor cantidad de procesos 

penales debido a la naturaleza reservada de los mismos, toda vez que dichos 

expedientes no pueden ser obtenidos mediante solicitudes de acceso a la 

información pública, al considerarse información de carácter personal o 

íntimo. Esta restricción se intensificó aún más en aquellos procesos en los que 

existía la declaración de un testigo con reserva de identidad, lo cual reforzó la 

imposibilidad legal de acceso a la documentación correspondiente. No 

obstante, esta limitación pudo ser parcialmente superada, ya que se logró 

acceder a un caso relevante para la investigación correspondiente al año 

2021, gracias al apoyo de un ciudadano que fue parte del proceso penal 

analizado. 

Asimismo, otra limitación específica estuvo vinculada a la aplicación del 

instrumento de recolección de datos a los abogados que conformaron la 

muestra del estudio. En este caso, se presentaron dificultades para ubicar de 

manera presencial a cada uno de los profesionales del derecho, 

principalmente debido a la elevada carga laboral que estos desempeñaban, 

así como a las propias limitaciones de tiempo asociadas al desarrollo de la 

investigación. Sin embargo, esta dificultad fue superada mediante el apoyo de 

un colaborador, quien facilitó la aplicación de las encuestas a los letrados 

seleccionados, lo cual permitió culminar adecuadamente la recolección de 

datos y arribar a las conclusiones del estudio. 

1.6. VIABILIDAD DE LA INVESTIGACIÓN 

La investigación resultó completamente factible ya que se dispuso de 

todos los requisitos requeridos para la realización. Estos requerimientos 

comprenden: 

- Bibliografía: Dentro de los cuales existen autores en derecho procesal 

penal peruano que realizan comentarios a los artículos del Nuevo Código 

Procesal Penal relacionados con la figura de la reserva de la identidad 

del testigo, de tal forma que fue posible identificar información. 
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- Antecedentes de investigación: Los mismos que fueron ubicados en 

portales web altamente confiables tales como Repositorio Alicia y 

Google Académico, dentro de ellos se identificó investigaciones de los 

repositorios de las universidades nacionales e internacional, así como 

de revistas o artículos especializados. 

- Asesoramiento académico y metodológico: El mismo que estuvo 

conformado por el asesor de tesis, quien con su experiencia en derecho 

procesal penal y metodología me pudo guiar en el desarrollo del mismo 

de tal forma que se pudo concluir con la investigación. 
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CAPÍTULO II  

MARCO TEÓRICO 

2.1.  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 

2.1.1. ANTECEDENTES INTERNACIONALES 

Martínez (2018) en su trabajo de investigación titulada “Efectos de 

la reserva de identidad de testigos en juicios llevados por delitos de 

carácter terrorista en casos bajo el contexto del conflicto Chileno-

Mapuche” [Tesis para optar al grado de licenciado en Ciencias Jurídicas 

y Sociales en la Universidad de Chile]. Tuvo como objetivo general 

determinar, a través de la reseña de la doctrina y el análisis de la 

jurisprudencia, los efectos que el uso de testigos anónimos produce, 

tanto en la posibilidad de defensa como en la valoración del juez, 

confrontando éstos con la justificación de la norma y en relación a estos 

resultados, analizar si se vulnera o no el debido proceso. La 

metodología que se ha utilizado fue analítica, documental y 

bibliográfica. Los resultados obtenidos fue la refutación de la idea de 

que esta herramienta, tiene la virtud de conducir a una sentencia 

condenatoria, sin vulnerar en su esencia el derecho a defensa y no 

logrando además la protección efectiva de la identidad del testigo. La 

conclusión fue que la aplicación de la reserva de identidad es una 

medida de protección que, desde el inicio del proceso penal hasta la 

emisión de la sentencia, vulnera el derecho de defensa; por otro lado, 

con respecto a la medida de protección de reserva de identidad, 

concluye que es una medida ineficaz, porque no se encuentra 

debidamente regulado los requisitos para su procedencia, esto conlleva 

por un lado, la falta de efectividad de la protección de los datos 

personales del testigo, y por el otro, esta medida puede ser utilizada de 

mala fe en dentro del proceso. 

Comentario: Para favorecer a un testigo con la medida de 

protección de reserva de su identidad, debe realizarse un análisis 

exhaustivo de cada caso en particular y determinar si procede o no su 

aplicación, con el propósito de determinar el grado de riesgo que puede 
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generar la actuación de esta prueba, tanto para la integridad del testigo 

o el derecho a la defensa que le asiste a toda persona sometida a un 

proceso y evitar el uso abusivo de esta medida, para ello, los requisito y 

condiciones deben encontrarse debidamente regulado dentro del marco 

normativo 

Vélez (2004) en su trabajo de investigación titulada “Denuncia con 

reserva de identidad y testigo con identidad reservada” [Artículo 

científico publicado en la Revista Cartapacio de Derecho de Argentina]. 

Tuvo como objetivo general examinar la constitucionalidad de estos 

institutos procesales, evaluando si su admisión como medios de prueba 

resulta compatible con los principios fundamentales consagrados en la 

Constitución Nacional y en los tratados internacionales de derechos 

humanos incorporados al ordenamiento jurídico. La metodología que se 

ha utilizado fue analítica, documental y bibliográfica. Los resultados 

indicaron que, el testimonio de identidad reservada vulnera de manera 

directa el derecho de defensa, el principio de contradicción y la igualdad 

procesal, debido a que impide al imputado conocer la identidad del 

testigo, interrogarlo y controlar su credibilidad, interés o capacidad 

perceptiva. La incorporación de estos elementos como prueba de cargo 

genera una confusión indebida entre las etapas de investigación y 

prueba, afectando gravemente la estructura lógica del proceso penal y 

debilitando el equilibrio entre las partes. Además, la admisión de pruebas 

secretas contradice de forma expresa los estándares internacionales de 

derechos humanos, que garantizan el derecho del imputado a interrogar 

a los testigos de cargo. La conclusión a que arribó fue que tanto la 

denuncia con reserva de identidad como el testimonio de identidad 

reservada resultan constitucionalmente inadmisibles como medios 

probatorios. Su utilización supone una regresión hacia prácticas 

inquisitivas, incompatibles con un Estado constitucional de derecho, en 

el que el proceso penal debe operar como un sistema de garantías y 

límites al poder punitivo del Estado, y no como un mecanismo de control 

social basado en la eficacia represiva. 
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Comentario: Con la admisión de la prueba generada por testigos 

de identidad reservada, también consideradas pruebas secretas se 

quebrante flagrantemente el derecho que asiste a toda persona de ser 

juzgado bajo el principio del debido proceso, esto abarca el derecho a 

defensa, al principio de igualdad de armas y contrainterrogatorio. 

2.1.2. ANTECEDENTES NACIONALES 

Pérez (2019) en su trabajo de investigación titulada “Las medidas 

de protección aplicadas al testigo protegido y la eficacia del proceso 

penal contra el delito de lavado de activos - Lambayeque - 2019” [Tesis 

para optar el grado de magister en la Universidad Pedro Ruiz Gallo de 

Lambayeque]. Tuvo como objetivo general determinar si la medida de 

protección de reserva de identidad impuesta a favor de un testigo tiene 

influencia directa en la eficacia del proceso penal en el delito de lavado 

de activos en Lambayeque. La metodología utilizada fue cuantitativa, 

descriptiva explicativa. Los resultados indicaron que, en ciertos 

escenarios, el anonimato del testigo se desvela, en otras ocasiones, los 

integrantes de la organización criminal logran identificar al testigo. 

Además, se descubrió que los testigos suelen enfrentarse a amenazas 

y represalias contra su propia seguridad y sus bienes, lo que les infunde 

miedo y temor a enfrentar el proceso judicial, La conclusión determinó 

que las salvaguardias ofrecidas al testigo resguardado influyen en la 

eficacia del proceso penal contra el crimen de lavado de dinero en 

Lambayeque. 

Comentario: Las medidas de protección sirven para resguardar la 

integridad física, psicológica, emocional hasta incluso, la vida del testigo 

que presta su declaración para la identificación de responsabilidades en 

el proceso penal, de esta forma se protege al testigo; no obstante, hay 

circunstancias que las organizaciones criminales logran identificar la 

identidad de este, evidenciándose la ineficacia de la medida, por lo que 

es necesario un refuerzo normativo de los mismos. 

García (2015) en su trabajo de investigación titulada “Actuación de 

prueba testimonial de testigos con reserva de identidad y vulneración del 
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principio de inmediación, derecho de defensa y debido proceso en los 

juicios penales del distrito judicial de La Libertad, periodo 2010-2012” 

[Tesis para optar el título profesional de abogado en la Universidad 

Privada Antenor Orrego de Trujillo]. Tuvo como objetivo general 

determinar si las declaraciones de testigos con reserva de identidad, 

vulnera el principio de inmediación, derecho de defensa, y el debido 

proceso en la etapa de juicio oral. La Metodología utilizada fue 

cuantitativa descriptiva explicativa. Los Resultados indicaron que, en 

los casos que ha se utilizado las declaraciones de aquellos testigos cuya 

identidad se encuentra reservada limita significativamente el derecho a 

la defensa que le asiste a la persona inmersas en un proceso penal, esto 

porque se desconoce quién es la persona que pueda estar declarado en 

su contra, para que el testigo encubierto sea desacreditado y desvirtuado 

es oportuno identificar características personales, tales como las 

relaciones de pleitos personales o familiares, intereses materiales o 

económicos, entre otros, que se podrían existir entre el acusado y el 

testigo o entre el testigo y la presunta víctima; esto permitirá identificar 

antecedentes del testigo, con el objetivo de deslegitimarlo frente al juez 

y desvirtuarlo, por consiguiente, la información que proporciona al 

declarar solo se puede obtener a través del conocimiento de la identidad 

del testigo, lo que permitirá a la defensa determinar con certeza quién es 

en realidad aquel individuo que declara en contra del acusado, y de esta 

manera examinar cuáles podrían ser los aspectos negativos de su 

declaración, con el objetivo de restar el valor probatorio a su declaración. 

La conclusión fue que el marco normativo de nuestro país establece y 

acepta como medio de prueba el testimonio de un testigo cuya identidad 

se encuentra reservada, la valoración de esta prueba es inconstitucional 

porque atenta el derecho a la defensa, el debido proceso y el principio 

de inmediación, derecho que asiste a la persona sujeto a un proceso 

penal.    

Comentario: El uso de la reserva de la identidad del testigo sí llega 

a afectar diferentes derechos procesales de acusado, sobre todo el 

derecho a la defensa y al debido proceso, pues la declaración del testigo 
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protegido muchas veces tiene una dirección diferente a la connotación 

del proceso penal, llegan a influir ampliamente en la decisión del Juez. 

2.1.3. ANTECEDENTES LOCALES 

Oropeza et al. (2017) en su trabajo de investigación titulada 

“Aplicación del principio de proporcionalidad en el conflicto entre la 

reserva de identidad de los testigos y el derecho de defensa del 

imputado, en los procesos penales del Distrito Fiscal de Huánuco, 2016 

– 2017” [Tesis para optar el Título Profesional de Abogado en la 

Universidad Nacional Hermilio Valdizán de Huánuco]. Tuvo como 

objetivo general determinar el nexo que existe entre el principio de 

proporcionalidad y la disputa existente entre la reserva de identidad del 

testigo y el derecho que le asiste a la defensa del imputado. La 

metodología fue básica cuantitativa, descriptivo, correlacional, no 

experimental y retrospectiva. Los resultados indicaron que, el 100% de 

las disposiciones fiscales analizadas no valoraron adecuadamente el 

principio de proporcionalidad, principio reconocido en el ámbito 

constitucional que necesariamente se tiene en cuenta para tomar 

decisiones dentro del proceso penal; por otro lado, en el 100% de 

entrevistas, luego de analizarse, se observó que en los testigos cuya 

identidad se encuentra en reserva, no tuvieron en cuenta el principio de 

proporcionalidad ni en su mínimo nivel, en relación a ello también el 50% 

de testigos respondieron que las medidas impuestas tiene por finalidad 

proteger la integridad de los mismos, solo teniéndose en cuenta la regla 

de la relación directa con el proceso penal, mientras que el fiscal en 

ningún momento valora el principio de proporcionalidad. La conclusión 

fue que en el Distrito Fiscal de Huánuco, no existe una relación entre el 

principio de proporcionalidad y el conflicto originado con la figura jurídica 

de reserva de identidad de los testigos, además de aquellos derechos 

vinculados con el derecho a la defensa del acusado.   

Comentario: se demostró que no hay dependencia entre el 

principio de proporcionalidad y la reserva de identidad del testigo en el 

proceso penal, porque de cierta forma, la aplicación de esta figura afecta 

los derechos procesales del investigado, pues no conoce quién es la 
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persona que declarar y sumado a ello tampoco se conoce el nivel de 

relación o vínculo entre el uno y el otro, de tal forma que no se sabe si 

dicha declaración es veraz. 

Sánchez (2017) en su trabajo de investigación titulada “El rol del 

Ministerio Público en el tratamiento de los testigos con reserva de 

identidad distrito fiscal de Amazonas – 2017” [Tesis para optar el título 

profesional de abogado en la Universidad de Huánuco]. Tuvo como 

objetivo general determinar si el rol del ministerio público del distrito 

fiscal de Amazonas en el tratamiento de los testigos con reserva de su 

identidad es eficiente. La metodología fue cuantitativo, descriptivo, 

explicativo y no experimental. Los resultados indicaron que, la mayoría 

de los encuestados han afirmado que el Ministerio Público ha cumplido 

de manera eficiente su rol en el procedimiento de los testigos con reserva 

de identidad, esta medida tiene reacción positiva en los testigos y sus 

familiares, quienes manifiestan su voluntad de colaborar con la justicia, 

porque sus vidas y sus bienes se encuentran protegido. La conclusión 

fue, el Ministerio Público, en particular la Fiscalía de la Nación, ha 

actuado con maestría en salvaguardar y asistir a los testigos que 

mantienen en secreto su identidad. Los fiscales, expertos en la materia, 

han adoptado la medida de protección – reserva de identidad conforme 

al artículo 247 del Código Procesal Penal, cuando se detecta un peligro 

considerable para el testigo, sus seres queridos y sus bienes. 

Comentario: Los fiscales del Ministerio Público de Amazonas 

conocen de manera total la figura jurídica de la reserva del testigo, razón 

por la cual esta figura se aplicó correctamente en dicho período, de tal 

forma que permite el desarrollo adecuado de las investigaciones y la 

identificación de responsabilidades penales. 

2.2.  BASES TEÓRICAS O MARCO CONCEPTUAL 

En el presente sub capítulo desarrollaremos conceptos propios de 

nuestras variables, es decir, el reexamen de la persistencia de los 

presupuestos para constitución del testigo con reserva de identidad y del 

derecho a la defensa. Para ello partiremos por describir la teoría general de la 
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prueba, para después desarrollar sobre el procedimiento de constitución del 

testigo con reserva de identidad; finalmente, desarrollaremos conceptos 

propios del derecho a la defensa como garantía procesal del sistema peruano. 

2.2.1. VARIABLE INDEPENDIENTE: INCUMPLIMIENTO DEL 

REEXAMEN DE LOS PRESUPUESTOS DE CONSTITUCIÓN 

DEL TESTIGO CON RESERVA DE IDENTIDAD. 

El presente estudio parte del estudio descriptivo previo de la prueba 

testimonial, pero, antes de desarrollarlo propiamente dicho, amerita 

describir conceptos propios que sustentan el fundamento de la prueba 

en el proceso penal. Partiendo de sus teorías generales, las que 

sustentan la esencia de la naturaleza jurídica de la misma. 

Teoría general de la prueba 

La prueba es uno de los elementos más importantes del proceso 

penal, y, para el modelo procesal acusatorio o mixto resulta, tal vez, el 

elemento más importante del proceso, debido a que sin prueba no se 

puede llevar adelante la investigación, ni la tramitación de la etapa 

intermedia, ni el juicio oral, y como consecuencia, no se puede tomar una 

decisión respecto de la condición jurídica ni de su grado de participación 

en el hecho investigado. 

La prueba ha sido materia de estudio ampliamente por la doctrina 

y su pronunciamiento por la jurisprudencia no se ha hecho esperar. Pero, 

tal vez, el punto más importante del estudio de la prueba, en la teoría 

general de la prueba, debido a que esta se encarga del estudio de los 

elementos, de las formas de producción, el cómo, cuándo, dónde y quién 

debe hacerlo. 

En el ámbito de la teoría general de la prueba, históricamente se 

han desarrollado dos teorías importantes, y que en nuestro 

ordenamiento jurídico ha tenido lugar por lo menos cada una durante la 

vigencia del Código de Procedimientos Penales de 1924 el primero, y 

durante la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal (2004) el segundo: 

la teoría de las pruebas legales y la teoría de las pruebas libres, 

respectivamente. 
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La teoría de las pruebas legales 

En derecho no pudo estar más cerca de la ciencia como tal que 

cuando estuvo vigente esta teoría, debido a que el objeto de los 

ordenamientos adheridos a ella se basaba en que cada medio probatorio 

tenía una carga probatoria preestablecida, medida como en un 

instrumento cuantificable, mediante la cual el juez podía saber cuándo 

un medio probatorio demuestra o no demuestra la relación entre el hecho 

y el investigado. 

En otras palabras, esta teoría abarca aquellas situaciones en las 

que la ley anticipa al Juez el grado de validez que debe otorgar a un 

medio probatorio.  El mecanismo estaba concebido para salvaguardar 

los derechos del acusado, frenando la injusticia del magistrado (Tambini, 

1996). 

Tal y como menciona el autor, definitivamente los derechos del 

investigado se encontraban más garantizados en el proceso penal, por 

el simple hecho de que el procedimiento de valoración de pruebas era 

ciencia, y la ciencia es exacta, un elemento probatorio no podía ser 

interpretada a criterio del juez, bajo ninguna aplicación un procedimiento 

de juicio aparentemente lógico; sino que la cuantificación primaria 

otorgada por el ordenamiento jurídico vinculaba al juez a tomar la 

decisión. 

Por obviedad, no era posible que los magistrados se vean 

influenciados a manipular los medios de prueba presentados, movidos 

por, incentivos corruptos que dirigen su voluntad y el juicio lógico en la 

valoración de las pruebas y, por lo tanto, no era posible incidir en la 

determinación de la responsabilidad penal del investigado. 

Pero, la limitación de esta teoría, es que realmente era imposible 

elaborar un instrumento de medición de todos los elementos de pruebas 

que fueran presentados en un determinado proceso penal, no era lo 

mismo medir un elemento la comisión del delito de hurto, que en el de 

lavado de activos, o en el de robo, y en el de homicidio. Sin embargo, 
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creemos que puede ser realizable la elaboración de un instrumento de 

medición de las pruebas. 

La teoría de las pruebas libres 

Por otro lado, la teoría de las pruebas libres es una suerte de 

contraposición a la teoría anterior, en esta, ya la ley o la norma no 

establece los parámetros de medición o de la fuerza probatoria que debe 

tener cada uno de los elementos de prueba presentados en el proceso 

penal, para identificar la relación entre el hecho investigado. 

Con esta teoría, se deja de lado las consideraciones legales de la 

prueba para dar cabida o espacio al juicio de los jueces, para que 

mediante la aplicación de diferentes métodos de interpretación y 

valoración de los elementos de prueba tomen una decisión basada en 

su juicio lógico argumentativo en la valoración de las pruebas. 

Más precisamente, en este sistema, la ley faculta al juez para elegir 

y valorar sin trabas los medios probatorios y para declarar si estos son o 

no suficientes en cada caso para dar por establecido el hecho o 

circunstancias sobre que versen (Tambini, 1996). 

Dentro de este sistema podemos encontrar dos subtemas 

consecuentes: el primero, la sana crítica o apreciación racional de la 

prueba; el segundo, el criterio de conciencia. Dentro de la primera, se 

impone al juez el deber de argumentar sobre juicios lógicos todas las 

conclusiones con relación al mérito de la probanza, ello es, el porqué de 

la decisión y el cómo llegó a esa conclusión; el segundo, permite decidir 

según la impresión que en la conciencia hubieren dejado las pruebas del 

investigado. 

En ambos casos, ahora, la decisión es apelada por el juicio del juez, 

por la sana crítica, por el juicio lógico-jurídico, y la libre apreciación de 

los elementos de prueba, pero, el hombre es un ser voluble, puede 

cambiar de un momento a otro, de modo que las decisiones a las que 

vaya a llegar el juez con la emisión de la sentencia puede estar 

condicionada por algún motivo o móvil que no necesariamente sean los 

elementos de prueba presentados en el proceso penal, sino a unos 
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beneficios económicos o de cualquier otra índole que pueda condicionar 

la emisión de la decisión final. 

Para efectos del presente trabajo, es oportuno mencionar que en 

lo que a nosotros respecta, nos adherimos a la teoría legal de la prueba, 

debido a que, la toma de una decisión al amparo de dicha teoría resulta 

mucho más adecuada, mucho más objetiva, permite que el juez se libere 

de las consideraciones lógicas que pueden estar condicionadas al 

cumplimiento de una finalidad diferente al proceso por algún beneficio 

personal. 

Si bien es cierto esta teoría se encuentra desfasada hoy en día, no 

porque no sea eficaz, sino porque su aplicación era limitada, en el 

sentido de que crear un sistema de medición exacto para todo tipo de 

medio de prueba resulta limitado por la gran variedad de hechos 

delictivos y la particularidad de que presenta cada uno en cada caso 

concreto. 

Teorías de la prueba aplicada a la prueba testimonial 

Ahora, entendida la diferencia entre las teorías desarrolladas, es 

oportuno mencionar su aplicación en la valoración de las diferentes 

pruebas, y, en lo que respecta a nosotros, la prueba testimonial de los 

testigos cuya identidad es reservada como medida de protección bajo el 

supuesto de que su vida, libertad, bienes o familia corre un determinado 

riesgo. 

La prueba testimonial es la más utilizada por excelencia (tal y como 

desarrollaremos en el numeral correspondiente), pero, la valoración o la 

fuerza vinculante de ella depende no solo de lo que el testigo diga, sino 

de la teoría que se es aplicada para su valoración. 

Así, si la valoración se realiza desde el punto de vista de la teoría 

legal, entonces el juez atenderá al carácter medible del testimonio o 

declaración, y conforme a ello podrá tomar una decisión. Mientras que si 

se valora desde el punto de vista de la teoría de la libre apreciación, 

entonces el juez tendrá la posibilidad de complementar la declaración 

con otros elementos de prueba presentados en el proceso penal. 
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Concepto de prueba 

El concepto de prueba ha sido desarrollado ampliamente por la 

doctrina; primero veremos cómo lo conceptúa parte de los juristas, para 

luego proponer un concepto tentativo con el que vamos a desarrollar la 

investigación. 

Tambini (1996), indica que la prueba se define como la 

corroboración de la veracidad de una afirmación, la existencia de un 

objeto o la realidad de un acontecimiento. Es la relación específica entre 

la verdad y el espíritu humano en relación con sus particulares estados 

de credibilidad y certeza. La prueba se emplea para corroborar un hecho 

desconocido. En otras palabras, el magistrado recurre a hechos u 

objetos conocidos para desentrañar lo que aún no se ha identificado. 

Entre las concepciones más contemporáneas, se encuentra la de 

Sánchez (2020), quien postula que la verdad se logra mediante la 

prueba. Por lo tanto, se trata de la evidencia de una afirmación o de la 

existencia de un hecho u objeto. La prueba constituye una actividad de 

significado lógico y de uso generalizado; representa el método natural 

para corroborar la veracidad de una afirmación (p.268). 

Uno de los conceptos relevantes en el ordenamiento jurídico 

peruano, es el otorgado por Oré (2016), quien refiere que la prueba tiene 

tres acepciones: primero, relacionado a los diferentes elementos de 

convicción de juicio y los procedimientos que establecen los 

mecanismos para producir prueba en el proceso penal; la segunda 

acepción, conocida como actos de probar, que se refiere a la actividad 

que deben realizar las partes del proceso para demostrar los hechos 

alegados; y tercero, relacionado al resultado probatorio, entendida como 

los elementos que el Juez extrae o valora para tomar una determinada 

decisión. 

En particular, es oportuno tener en cuenta la última 

conceptualización, es decir, entender a la prueba en su utilidad 

tridimensional en el proceso penal, debido a que funciona como un 

elemento de juicio, es decir, de aplicación de un procedimiento racional 
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que permite relacionar el elemento con el hecho, y este con la persona 

que cometió el hecho; es oportuno también entenderlo como el conjunto 

de acciones que realizan las partes para identificar los elementos que 

acrediten sus fundamentos. 

Teniendo en cuenta las conceptualizaciones citadas, se debe 

entender que la prueba es el medio por el cual se demuestra que un 

hecho tuvo lugar en la realidad, a su vez, demuestra quién cometió ese 

determinado hecho. En el proceso penal estos resultados permiten al 

Juez tomar una determinada decisión sobre el caso concreto, y permite 

determinar si el o los investigados tienen o no responsabilidad penal por 

su participación dentro del hecho típico. 

Marco constitucional 

En un estado constitucional y democrático de derecho, donde el 

funcionamiento del sistema político, legislativo y judicial se encuentran 

regidos por el principio de la división de poderes, es necesario interpretar 

la utilidad de la prueba del proceso penal conjuntamente con las 

disposiciones constitucionales que se han emitido al respecto. 

En la Constitución Política (Perú, 1993) los artículos relacionados 

con la actividad jurisdiccional propiamente dicha es el 139, que cataloga 

dentro de sus 24 numerales lo que se conoce como los derechos 

especiales del ordenamiento jurídico, la especialidad de su 

consideración se debe a que por medio de ellos se tramitan los procesos 

penales, civiles y todo otro proceso o procedimiento que tenga como 

finalidad pronunciarse sobre alguna condición o situación jurídica de la 

persona. 

La evidencia del proceso penal requiere una interpretación 

meticulosa y detallada.  De acuerdo con Oré (2016), en la vasta gama 

de fundamentos que sostienen la prueba en el ámbito penal, resulta 

crucial enfocarse en dos principios constitucionales que han sido 

fundamentales para nuestro sistema legal: la presunción de inocencia y 

el Derecho a la Prueba. 
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 Desde una perspectiva constitucional, el derecho probatorio, 

guiado por el principio de aportación de parte, se fundamenta en el 

principio de aportación de prueba, establecido en el artículo 155.2 del 

Nuevo Código Procesal Penal, permitiendo que el juez acepte la prueba 

a petición de las partes.  El magistrado, al recibir la documentación, debe 

interpretarla en armonía con el principio de oficialidad (San Martín, 

2020). 

 Es crucial destacar que el entramado de pruebas en la legislación 

peruana debe interpretarse en sintonía con la constitución, tal como lo 

hemos señalado.  Sin embargo, la norma más cristalina en el entramado 

legal reside en el artículo VIII del Título Preliminar del Nuevo Código 

Procesal Penal de 2004, el cual dicta lo siguiente: 

Art. VIII. – Legitimidad de la prueba 

1. Cada medio de prueba será objeto de valoración únicamente si ha 

sido adquirido e integrado en el proceso mediante un procedimiento 

que sea constitucionalmente legítimo. 

2. Las evidencias adquiridas, ya sea de manera directa o indirecta, 

que transgredan el contenido fundamental de los derechos 

fundamentales del individuo. 

3. La infracción de cualquier norma de garantía constitucional 

establecida en favor del acusado no podrá ser reivindicada en su 

detrimento. 

Observamos que, dentro de los tres párrafos, podemos observar 

los siguientes preceptos: primero, no se puede valorar una prueba si fue 

obtenida inconstitucional e ilegítimamente, por lo tanto, no se puede 

tomar una decisión sobre la responsabilidad penal o la inocencia 

respecto al investigado. Segundo, no tiene ningún efecto legal cualquier 

tipo de prueba, por más verídica que sea, para ser valorada en el 

proceso penal, cuando esta haya sido obtenida con violación de los 

derechos fundamentales; tercero. Tampoco se valorará cualquier tipo de 

prueba que no haya sido obtenido con las reglas procesales. 
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En este último caso, se debe tener presente que durante el proceso 

penal solo se pueden ofrecer pruebas durante la etapa de investigación 

preparatoria, culminado ello no se puede; se puede solicitar un reexamen 

en juicio, pero únicamente de los medios probatorios que fueron 

ofrecidos en la investigación preparatoria; únicamente será posible 

admitir nuevas pruebas si es que resulta de hechos que sucedieron 

recién luego del inicio del proceso o hechos que no se conocían 

anteriormente. 

Sumado a ello de las citas y de la lectura del artículo VIII se 

entiende que el ordenamiento ha dispuesto el respeto irrestricto a una 

serie de principios que son necesarios para el estudio, ofrecimiento y 

aplicación de la prueba en el derecho procesal penal peruano, los cuales 

se desarrollan a continuación. 

Principios que rigen la actividad probatoria 

Los principios, entendidos como preceptos generales, de 

aplicación universal a todo caso concreto, y en entendidos como garantía 

del respeto de los derechos y garantías fundamentales en el proceso 

penal, tienen mayor relevancia cuando se trata del estudio de las 

pruebas, debido a que, como dijimos, de estas dependen la decisión que 

vaya a ser adoptada por parte del Juez, en tal sentido, su aplicación 

amerita el respeto fundamental de estos principios. 

Conforme a la operatividad de los medios probatorios, el tribunal 

estará en condiciones de interactuar con las interpretaciones que las 

partes presenten en el debate, mediando el soporte probatorio admitido 

en el fallo de enjuiciamiento. Cada parte orientará su contribución hacia 

la acreditación de su postura, de su interpretación de los hechos, con el 

objetivo de persuadir positivamente al magistrado para que valide su 

reivindicación en el fallo (Peña, 2011). 

Los pilares esenciales de la prueba abarcan: la validez de la 

prueba, la autonomía de la prueba, la celeridad, la divulgación del 

debate, la relevancia de la prueba, la comunidad de la prueba y la 
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realización de pruebas de oficio en situaciones excepcionales. Nos 

adentramos en los pormenores de cada una de estas temáticas. 

Legitimidad de la prueba 

El artículo VIII del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal 

Penal establece que ningún magistrado podrá decidir sobre la sentencia 

o la absolución si el documento probatorio fue obtenido de manera 

inconstitucional o ilegítima, violando así las normas constitucionales. 

 Sánchez (2020) sostiene que la transgresión de cualquier norma 

constitucional que proteja al procesado no podrá ser utilizada en su 

contra (p. 271). 

 El artículo 159 del Nuevo Código Procesal Penal abre un abanico 

de interpretaciones, estableciendo que el magistrado no podrá emplear 

ni de manera directa ni indirecta estos recursos probatorios. 

 Conforme a este principio, las pruebas nacen sin vida, carecen de 

validez y no pueden ser utilizadas, ya que su obtención es 

inconstitucional, y lo inconstitucional erosiona la seguridad de los 

derechos esenciales de la persona. 

La libertad de la prueba 

Este principio se extrae del numeral 2 del artículo VIII del mismo 

texto legal en comentario. Si recordamos su descripción, debemos 

entender que la prueba se puede obtener bajo cualquier medio, siempre 

en cuanto no sea inconstitucional, ilegítima, y, en el estudio de este 

principio, se debe tener en cuenta que la obtención de la prueba no debe 

afectar ni violar ningún derecho fundamental de la persona. 

Entre los derechos fundamentales, son los regulados por obviedad 

en el artículo 2 de la Constitución Política del Perú de 1993. Cabe 

preguntarse, ¿Cómo se puede acreditar que el elemento probatorio 

afecta el principio de libertad de prueba?, pues, cuando se identifique 

que este afecta las diferentes esferas de la vida íntima personal, familiar 

y social, ello, en definitiva, puede corroborarse por lo dispuesto por la 

jurisprudencia nacional de acuerdo a cada caso concreto. 
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La inmediación 

El principio de inmediación es uno que se hace efectivo por 

intervención del Juez, su naturaleza supone que las pruebas serán 

conocidas de manera inmediata, directa y de manera rápida por los 

sujetos procesales y por parte del Juez. 

La inmediación siempre funciona conjuntamente con otros 

principios, como la concentración, la celeridad, la oralidad, los cuales son 

garantías del sistema procesal acusatorio o mixto que permiten la 

circulación célere de los elementos de prueba presentados en el proceso 

penal. 

La publicidad del debate 

Sobre este principio, Sánchez (2020), menciona que rige en el 

juicio oral, comprende también la actuación de la prueba con la 

posibilidad de que la colectividad pueda conocer de su actuación y 

debate, así como la forma en que es valorada en la sentencia por los 

magistrados (p. 272). 

Con relación a ello, podemos sostener que efectivamente, el 

modelo procesal acusatorio vincula a que las audiencias y todas las 

diligencias a realizarse dentro del proceso penal sean de carácter oral y 

público, mediante este el Estado reconoce la participación de cualquier 

persona dentro del proceso, para evitar prejuicios para con las 

decisiones de los jueces. 

La pertinencia de la prueba 

Las pruebas ofrecidas en el proceso penal deben ser adecuadas 

para que realmente se pruebe algún hecho, y las mismas deben ser 

exactas, es decir, demostrar de manera oportuna la relación entre el 

hecho y el autor, caso contrario el Juez puede no valorarlas y hasta 

rechazarlas del proceso, no se admiten. 

Sánchez (2020) indica que las pruebas deben conducir al 

esclarecimiento de la verdad sobre los hechos investigados (p. 273), 
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debido a ello, es necesario rechazar algún tipo de prueba que realmente 

no demuestra nada en relación al proceso y a los hechos. 

La comunidad de la prueba 

Sánchez (2020) sostiene que desentrañar la verdad en el ámbito 

penal demanda la totalidad de los indicios presentados en la causa 

penal, sin importar la entidad que los presentó o ofreció. Esta información 

debe ser compartida por todos los involucrados en el proceso (p. 273). 

 De acuerdo con ello, toda prueba presentada por las partes en el 

proceso debe ser divulgada a todos los demás actores del proceso, 

permitiéndoles ejercer sus derechos alineados con el marco legal 

procesal, adaptándose a las necesidades individuales y a las 

evaluaciones que cada uno haga del documento probatorio. 

 Esto les permitirá, en particular, desmentir cada evidencia 

presentada en su favor o en su contra, y así ejercer su derecho de 

contradicción en el juicio oral. 

Conceptos previos, medio, fuente y órgano de prueba 

Hay ciertas nociones esenciales para el avance de la investigación, 

aunque no han sido claramente definidas ni explicitadas en el Código 

Procesal Penal; en su lugar, la doctrina ha dado vida a estas nociones. 

 Según Sentis Melendo (citado en Sánchez, 2020), la fuente de 

prueba es el hecho que el Juez emplea para desentrañar la verdad; el 

medio de prueba es el arte judicial intrincado que las autoridades 

despliegan para desentrañar la verdad; el órgano de prueba es el ser 

humano que obtiene el objeto de prueba en el proceso judicial (p. 275). 

 Estos conceptos son cruciales para el avance del proceso penal, 

ya que cada uno se vincula a una fase del presentado de pruebas y, por 

ende, a un suceso dentro del procedimiento. 

Objeto de prueba 

La teoría dominante sostiene que el objeto de prueba es aquello 

que debe ser examinado dentro del proceso. San Martín (2020) señala 

que el asunto o la realidad en cuestión es la materia a examinar. En 
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cuanto a su esencia, el propósito de la prueba se centra en las verdades 

que, en esencia, pueden ser corroboradas en el procedimiento, verdades 

fundamentalmente tangibles (p. 758). 

  Para enfrentar los dilemas de ¿qué puede ser revelado en el 

procedimiento penal? y ¿qué es el propósito de la prueba?, la normativa 

ha delineado una serie de criterios que permiten discernir entre un 

elemento probatorio y otro.  Para distinguirlo, la materia de la prueba 

abarca eventos relacionados con la acusación, la incriminación y la 

determinación de la sanción o medida cautelar (Sánchez, 2020). 

 Para evitar la necesidad de probar algo, se pueden emplear 

diversos criterios aceptados por la doctrina y la legislación peruana, 

como las máximas de la experiencia, las leyes naturales, la normativa 

interna vigente, lo posible y lo evidente. 

En términos generales, las máximas de la experiencia son teorías 

universales, independientes del caso específico y de sus matices 

específicos; las leyes naturales son hechos conocidos por la ciencia; la 

normativa jurídica interna actual, fundamentada en la creencia de que 

los jueces dominan el derecho; el hecho imposible y notorio, se refiere a 

la capacidad de que un hecho ocurra en el mundo real (Oré, 2016). 

Basándose en ello, entonces, solo será materia de prueba los 

hechos que lo ameriten, conocidos como el objeto de prueba sobre la 

cual, tanto el Ministerio Público como la defensa técnica del investigado 

deben pronunciarse y presentar sus pruebas, entre todos estos 

supuestos encontramos el tema que nos compete, la prueba testimonial, 

la cual la desarrollaremos a continuación. 

La prueba testimonial 

La doctrina nacional lo considera como el medio probatorio por 

excelencia, el más antiguo, el más utilizado, y es obvio, debido a que, en 

cualquier proceso penal, si no el primero (uno de los primeros) de los 

actos de prueba que convoca el ministerio público, y como 

consecuencia, uno de los primeros que se postula para el juicio del 

proceso. 
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Oré (2016) destaca que, desde tiempos romanos hasta nuestros 

días, esta técnica de prueba ha sido la columna vertebral de cada 

sistema de investigación penal. Esto se debe a que, entre todas las 

pruebas, el testimonio es el pilar fundamental que sostiene la persuasión 

del Juez (p. 521).  

Como señala Tambini (1996), en tiempos prehistóricas, el 

testimonio era el pilar de la prueba, y este fenómeno se justifica desde 

que la escritura aún no existía, ya que la prueba oral se desempeñaba 

con vigor y precisión (p. 268). 

No se puede imaginar un proceso penal (o cualquier otro), sin el 

testimonio, ya que esta captura los primeros indicios y datos que 

emergieron al cometer un delito o en la evolución de cualquier suceso 

real. Siguiendo al mismo autor, la importancia del testimonio es tan 

crucial que la doctrina le asigna un lugar privilegiado, y se ha repetido 

reiteradamente que, si en el ámbito civil el documento domina, en el 

penal lo hace el testimonio (Oré, 2016).  

Para comenzar, es crucial considerar que la prueba testimonial es 

el pilar primordial, ya que revela el hecho delictivo en su totalidad, 

abarcando desde quién lo cometió, si lo hizo en solitario o en equipo, 

cómo lo hizo, con qué lo hizo y, si es factible, para qué lo hizo. 

Todo ello, es decir, toda esa información se recoge en lo que se 

conoce como testimonio o declaración dentro del proceso, he aquí donde 

se puede identificar una relación de parte todo: el todo, es la prueba 

testimonial, y la parte, el testimonio. O, si se quiere, se puede sostener 

que el continente es la prueba testimonial, y el continente es el 

testimonio, debido a ello, es oportuno desarrollar algunos conceptos 

propios del testimonio. 

2.2.2. VARIABLE DEPENDIENTE: DERECHO A LA DEFENSA 

El testimonio 

El testimonio, en el Nuevo Código Procesal Penal de 2004 se 

regula entre los artículos 162 al 171, de su descripción se puede deducir 
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el contenido, la naturaleza, quiénes pueden ofrecerlo y cuáles son los 

efectos jurídicos de su rendimiento. 

El testimonio puede entenderse como la confesión consciente que 

un individuo ofrece ante un juez sobre los hechos o detalles que tiene 

acerca de la realización de un crimen.   Al evaluar el valor de una prueba, 

se persigue verificar la autenticidad de una declaración fáctica mediante 

el testimonio de un testigo externo al proceso que haya presenciado un 

hecho delictivo (Oré, 2016). 

 Además, se puede referenciar a Rosas (2018), quien sostiene que, 

desde una perspectiva estrictamente jurídica, el testimonio constituye un 

acto procesal mediante el cual un individuo informa a un magistrado 

acerca de sus conocimientos sobre determinados hechos. Siempre se 

dirige al magistrado y forma parte del proceso o de las diligencias 

procesales previas, sin que ello genere obstáculos provenientes de 

individuos que no forman parte del proceso en el que deberían generar 

sus efectos probatorios (p. 476). 

De la descripción legal, se puede entender que únicamente pueden 

rendirlo una persona física, y que no ha cometido el delito, ni está 

investigada, bajo ninguna modalidad, sino que es ajena a la comisión del 

delito, pero que lo ha presenciado, de manera directa o indirecta, he ahí 

algunas distinciones entre el testigo directo y el testigo indirecto. Y, en lo 

que compete a nuestra investigación, relacionando el tema con el testigo 

con reserva de identidad, se debe entender que esta persona física que 

no cometió el delito, corre cierto riesgo ante la posibilidad de que pueda 

ser pasible de sufrir algún daño para su integridad física o libertad o 

salud. 

Se ha contemplado lo más reciente de los artículos 247 a 250 del 

documento en cuestión. En cuanto a la prueba testimonial, la Corte 

Suprema ha establecido que las condiciones para admitir pruebas 

testimoniales previamente presentadas en el juicio de primera instancia 

son: 1) que la información proporcionada por el testigo pueda alterar la 

resolución del tribunal (Casación Nro. 854-2015-Ica, 2016, f.j. 15). 
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  Asimismo, la Corte Suprema ha fijado un equilibrio entre la pericia 

y las declaraciones personales.  Así, ha concluido que la solidez de los 

testimonios directos y los indicios de responsabilidad no pueden ser 

desafiados por los posibles escenarios que ofrece una prueba pericial 

fundamentada en probabilidades, con preguntas razonables y, en 

esencia, que no borran lo declarado por los testigos (R.N. Nro. 1658-

2014-Lima, 2016). 

Ahora, si bien es cierto, la prueba testimonial y el testimonio son 

uno de los medios de prueba más reconocidos por el ordenamiento 

jurídico, mediante la doctrina y jurisprudencia (como hemos visto), es 

verdad que en ciertas ocasiones, la declaración del testigo no se realiza 

con principio de objetividad y con buena fe, más bien todo lo contrario, 

contribuye en la investigación para rendir testimonios falsos, poco 

probados y con cero fundamentos para poder contribuir con la 

investigación del imputado. 

Lo ciertamente complejo de este medio probatorio, es que su 

rendición sirve, conjuntamente con la valoración que le dé el Juez, para 

imponer algún tipo de medida de coerción o incluso, la imposición de una 

sentencia condenatoria en su contra. La situación se complica aún más 

cuando el testificante es uno cuya identidad ha sido reservada, por el 

supuesto peligro que pueda correr para su vida. Pero, como 

desarrollaremos más adelante, entenderemos que de cierta manera 

este, aparte de afectar el derecho a la defensa, no se cumple con un rol 

fundamental del Juez de juicio. 

Características del testimonio 

La doctrina nacional ha desarrollado una gran cantidad de 

características sobre el testimonio, pero, para efectos de la presente 

investigación entendemos que las principales son: 

1. Es una declaración de conocimiento realizada por una persona 

física. 

2. Es una declaración objetiva, basada en hechos reales que tuvieron 

lugar en el hecho delictivo. 
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3. Es neutral, no busca ni perjudicar al investigado ni a la víctima. 

4. Es imparcial, su declaración solo se da para esclarecer los hechos 

por parte del Juez. 

5. Es ofrecida por las partes conforme avanza el proceso judicial. 

6. Puede ser ofrecido por personas directas e indirectas. 

7. Puede ser ofrecida por personas sin reserva de identidad y con 

reserva de identidad. 

Entre las tantas características, consideramos que estas son las 

que más se adecúan a la presente investigación, en especial a los 

indicadores de objetividad, neutralidad e imparcialidad de la declaración. 

El testificante no debería buscar parcializarse, ni rendir declaraciones 

directas o dirigidas a responsabilizar al investigado, sus declaraciones 

son neutras. 

Toda valoración sobre la fuerza probatoria de los testimonios será 

valorada por el Juez en la etapa del juicio oral, para ello, el testimonio 

debe ser rendido con total neutralidad sobre los hechos, y no sobre 

atribución de responsabilidad penal de los investigados o los 

involucrados en el hecho delictivo. 

El asunto se complica cuando la declaración es rendida por un 

testigo con reserva de identidad, pues no se conoce si efectivamente es 

una declaración rendida con neutralidad, objetividad e imparcialidad, 

razón por la cual se complica el asunto al valorar la prueba, y más aún, 

como hemos dicho, cuando es posible que con esta declaración es 

posible imponer alguna medida de coerción personal contra el 

investigado. 

Los testigos con reserva de la identidad 

Ahora, teniendo en consideración lo anterior, es oportuno 

desarrollar los conceptos propios sobre el testigo con reserva de 

identidad por ser lo relevante en la presente investigación. 

El testigo con reserva de identidad es, como su nombre lo dice, un 

testigo, es decir, una persona física que no cometió el delito, pero tiene 

información por haberlo presenciado de manera directa o indirecta, la 



43 
 

diferencia a un testigo normal es que a favor de este se ha dictado la 

medida de protección de reservar su identidad, es decir, ocultar todo tipo 

de información sobre su nombre, apellidos, dirección domiciliaria, 

número de documento de identificación nacional, entre otros. 

Esta medida de protección se encuentra reguladas en el artículo 

248 del Nuevo Código Procesal Penal, facultando al Fiscal o el Juez 

previa valoración de las circunstancias pueda imponerla; y regulados en 

el artículo 247 del mismo texto legal, es decir, las medidas de protección 

serán impuestas cuando, como producto de la declaración del testigo, su 

vida, su libertad, sus bienes o sus familiares se encuentran en grave 

peligro. 

Procedimiento para el otorgamiento de medidas de protección 

Primero, de acuerdo con el numeral 1 del artículo 247 del Nuevo 

Código Procesal Penal, las medidas de protección se pueden aplicar a 

testigos, peritos, agraviados, agentes especiales o colaboradores que 

intervengan en el proceso penal, resulta obvio, pues su participación de 

cierta forma contiene una carga de prueba que puede permitir la 

identificación de la participación del autor, pero, no es suficiente con la 

declaración, amerita la corroboración con otros medios probatorios. 

La procedencia de estas medidas de protección, de conformidad 

con el numeral 2 del mismo artículo, amerita que el fiscal o el juez, 

durante la investigación preparatoria o en la etapa intermedia, evalúen 

la existencia de los peligros antes mencionados para el testigo, perito, 

agraviado o colaborador eficaz. Entonces recién puede proceder el 

favorecimiento. 

La diferencia entre todos estos sujetos procesales es la finalidad 

para la cual rinde su declaración. Primero, el perito, es una persona 

altamente capacitada en alguna ciencia, técnica o arte que ayude a 

identificar un hecho específico, y en realidad, su función se limita a hacer 

lo que el Ministerio Público le solicita o lo que las partes lo hagan; por 

otro lado, el agraviado, es una persona víctima del hecho delictivo, su 

testimonio, definitivamente estará dirigida a demostrar la responsabilidad 
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penal del o los investigados en la actividad delictiva; los colaboradores 

eficaces, son agentes activos, es decir, personas que cometieron el 

delito, pero por una cuestión de obtener beneficios de reducción de pena 

contribuyen con la justicia para revelar información sobre los hechos 

cometidos; pero, he aquí lo importante, el testigo, es una persona que 

no cometió el delito, tampoco fue víctima del mismo, por lo tanto, su 

declaración debe ser neutral, ajeno a influencias subjetivas, sin 

parcialidad sobre el hecho y no sobre una calificación jurídica de los 

investigados. 

Variabilidad de las medidas de protección 

Ahora, las medidas de protección a favor del testigo, entre ellos la 

reserva de su identidad, puede ser revelada de dos maneras: la primera, 

de oficio, según el numeral 1 del artículo 250 del Nuevo Código Procesal 

Penal; el segundo, a pedido de parte, según el numeral 2 del mismo 

artículo del texto legal. 

Reexamen de viabilidad de oficio 

No existe mucha referencia sobre el mismo dentro de la doctrina 

sobre el estudio del reexamen de la viabilidad de las medidas de 

protección dictadas a favor del testigo con reserva de identidad. Una 

consecuencia podría ser, por ejemplo, la inconcurrencia del testigo o 

del perito al juicio, así, Peña (2011) menciona que estas personas son 

de vital importancia para el proceso, y, si bien es cierto se les ha 

protegido su identidad, ello no le autoriza a no concurrir a la audiencia 

de juicio oral, incluso cuando su identidad fuera revela por solicitud del 

interesado, y se le puede interrogar, (p. 464). 

Pero, al margen a la concurrencia o no, según el numeral 1 del 

artículo 250 del Código Procesal Penal, durante la etapa del juicio oral, 

el juez penal unipersonal o los jueces colegiados tienen la obligación 

de realizar un estudio sobre la permanencia, la variación o la supresión 

de las medidas de protección dictadas a favor del testigo. No existe 

duda, debido a que la descripción legal del artículo refiere que el juez 

de juicio se pronunciará sobre las medidas de protección. No menciona 
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que es una facultad, ni una atribución, tampoco una opción, sino un 

precepto vinculante. 

Este estudio obligatorio que debe realizarse por el Juez de juicio 

gira en torno al reexamen que deben realizar sobre la persistencia de 

los presupuestos que dieron motivación para dictar las medidas de 

protección, es decir, si persiste el peligro grave para la vida, libertad, 

bienes o derechos de la familia del testigo. 

Reexamen de viabilidad a pedido de parte 

El numeral 2 del artículo 250 del Nuevo Código Procesal Penal de 

2004 establece que sí es posible conocer la identidad del testigo cuya 

identidad se encuentra reservada o cualquier otra persona favorecida 

con ello, esto siempre que la defensa lo solicite antes del inicio de la 

etapa del juicio oral, y cuando este lo solicite debidamente 

fundamentado. 

La posibilidad de conocer la identidad, en caso la solicitud se 

declara fundada, da lugar a conocer si el agente es o no uno que rinde 

una declaración con móviles objetivos, imparciales y neutrales, todo ello, 

nos permite o vincula a realizar un breve estudio sobre la relación con el 

derecho que tiene el acusado que es a la defensa. 

Por consiguiente, procederemos a revisar algunos 

pronunciamientos de la Corte Suprema sobre la relación del derecho a 

la defensa y la reserva de identidad. 

La reserva de la identidad y el derecho a la defensa en la 

jurisprudencia nacional 

Como dijimos en la descripción del problema de la presente 

investigación, por un criterio de aplicación de ponderación de derechos 

entre el derecho a conocer la verdad sobre la comisión de un delito, así 

como la integridad del testigo, y el derecho a la defensa de acusado, se 

optó por lo primero, y se dispuso que no existe violación del derecho a 

la defensa del investigado. 
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En la búsqueda de jurisprudencia sobre el tema, hemos podido 

encontrar dos pronunciamientos sobre este punto, los cuales son los 

siguientes: 

Casación Nro. 539-2016-Huánuco, Primera Sala Penal 

Transitoria 

En esta sentencia, se precisó que respecto al motivo de casación 

invocado por presunta vulneración de derechos constitucionales –

específicamente, el derecho de defensa y la presunción de inocencia–, 

al haberse valorado el testimonio de un testigo cuya identidad fue 

reservada sin posibilidad de cuestionar su posible parcialidad, no se 

configura tal infracción. La reserva de identidad está contemplada como 

medida de protección en el artículo 248 inciso 2 del Código Procesal 

Penal. Aunque la defensa pretendía conocer la identidad del testigo M21 

como parte de su estrategia, el artículo 250 inciso 2 del mismo Código 

ofrece mecanismos legales para solicitar dicha información. Al no 

haberse hecho uso de estos medios procesales durante el juicio, no 

puede alegarse una afectación al derecho de defensa ni a la 

imparcialidad en la valoración probatoria. De hecho, el acta de la 

audiencia de juicio oral indica que la defensa tuvo la oportunidad de 

oponerse a la declaración del testigo sin la presencia del imputado y 

también de interrogarlo directamente (fundamento jurídico 4). 

Recurso de Nulidad Nro. 1050-2014-Lima, Sala Penal 

Transitoria  

En este fallo, se resaltó que tanto la jurisprudencia internacional 

como la comparada admiten la participación de testigos protegidos en el 

proceso penal, siempre que se respete el principio de contradicción, es 

decir, que la defensa tenga la posibilidad efectiva de interrogar al testigo. 

Esta garantía se cumple mediante el interrogatorio cruzado, el cual no 

exige la revelación de la identidad del declarante, salvo que su 

conocimiento sea esencial para valorar la veracidad de su testimonio 

(como lo sostienen, por ejemplo, las resoluciones STCE 1670/2002 y 

ATCE 260/1994). Cuando el testigo protegido declara en audiencia y es 
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sometido al interrogatorio por las partes o el tribunal, no se configura la 

figura del “testigo anónimo” prohibido por la ley. Si la defensa no solicita 

debidamente la revelación de la identidad y esta no resulta crucial para 

la credibilidad del testimonio, no se vulneran los principios del debido 

proceso ni el derecho de defensa. Por tanto, el testimonio puede ser 

admitido como prueba incriminatoria. En el caso concreto, la defensa no 

objetó este procedimiento y pudo interrogar libremente a los testigos 

durante el juicio, quienes además reconocieron a los imputados en su 

presencia. La discusión, por tanto, no gira en torno a la legalidad de la 

prueba, sino a su valor probatorio respecto a los hechos imputados 

(fundamento jurídico 29). 

Por lo menos con la emisión de estos dos pronunciamientos 

jurisdiccionales del Perú, se ha dejado entendido que la reserva de la 

identidad no afecta el derecho a la defensa del investigado o acusado. 

Como pudimos apreciar, el fundamento de la jurisprudencia es que el 

investigado tiene la posibilidad de solicitar la revelación de la identidad, 

y este, constituye la pieza fundamental para alegar la no indefensión del 

acusado. 

Pero, insistimos en que, los jueces deben proceder de oficio, 

debido a que así lo dispone el numeral 1 del artículo 250 del Nuevo 

Código Procesal Penal de 2004, en tal sentido, corresponde continuar 

con el desarrollo de la investigación. 

2.3.  DEFINICIONES CONCEPTUALES 

Testigo: Persona física o natural que no participó en la actividad 

delictiva, pero tiene información directa o indirecta sobre los hechos, el 

conocimiento de ello permite identificar cómo sucedieron los hechos. 

Prueba testimonial: Medio de prueba utilizado por excelencia en el 

proceso penal, consiste en obtener una declaración de conocimiento objetivo 

sobre los hechos que tuvieron lugar en el hecho punible. 

Testimonio: Declaración de persona natural que presenció la actividad 

delictiva, su rendimiento se realiza ante un fiscal o juez y se realiza mediante 

criterios objetivos, neutrales, imparciales. 
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Testigo con reserva de identidad: Es aquella persona natural o física 

que rinde su declaración, pero su identidad es ocultada del proceso, tales 

como el nombre, apellido, DNI, entre otros datos que imposibiliten su 

identificación por la existencia de riesgos para su vida, libertad, bienes o 

familiares. 

Medidas de protección: Conjunto de medidas que se dirigen a 

resguardar la integridad física, la libertad, los bienes los derechos de la familia 

del testigo. Se encuentra conformado por la vigilancia policial, el cambio de 

nombre, cambio de dirección o reserva de la identidad. 

Presupuestos de medidas de protección: Son el conjunto de 

elementos que ponen en riesgo la vida, libertad o bienes del testigo, tales 

como las amenazas, atentados, espionaje o chantaje del mismo para evitar 

que su declaración sea rendida. 

Viabilidad de las medidas de protección: Es el estudio que procede 

de oficio o a pedido de parte para que el juez de juicio evalúe la persistencia 

de los presupuestos que dieron inicio a la imposición de las medidas de 

protección. 

Derecho a la defensa: Derecho y garantía fundamental que tiene todo 

investigado o acusado, para poder contradecir, presentar pruebas y o realizar 

todos los medios de prueba que presenta para contradecir los presentados 

por la parte contraria, y mediante ello, demostrar su inocencia. 

2.4.  HIPÓTESIS 

Hipótesis general 

HG. Sí existe incumplimiento del reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad que afecta el ejercicio del 

derecho a la defensa, en el Distrito Judicial de Huánuco, 2021, debido a que 

el juez no ordena el reexamen de oficio. 

Hipótesis específicas 

HE1: Sí existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para la vida y la libertad del testigo, que afecta el 
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ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de Huánuco, 

2021, debido a que el juez no lo dispone de oficio. 

HE2: Sí existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para los bienes y familiares del testigo, que afecta 

el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de Huánuco, 

2021, debido a que el juez no lo dispone de oficio. 

2.5. Variables 

2.5.1 VARIABLE INDEPENDIENTE 

Incumplimiento del reexamen de los presupuestos de constitución 

del testigo con reserva de identidad. 

2.5.2 VARIABLE DEPENDIENTE 

El derecho a la defensa. 
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2.6. OPERACIONALIZACIÓN  DE VARIABLES

VARIABLES DEFINICIÓN OPERACIONAL DIMENSIONES INDICADORES
TIPO DE 

VARIABLE 

ESCALA DE 

MEDICIÓN 
INSTRUMENTOS 

VARIABLE 

INDEPENDIENTE: 

Incumplimiento del 

reexamen de los 

presupuestos de 

constitución del testigo 

con reserva de identidad 

Se entiende como la inobservancia 

del juez penal unipersonal o 

colegiado de pronunciarse 

motivadamente de oficio sobre 

mantener, modificar o suprimir los 

presupuestos del peligro grave 

para la vida, para la liberta, bienes 

del testigo, o para los familiares del 

mismo. 

Peligro grave para la 

vida del testigo 

• Amenazas 

• Chantaje 

• Seguimiento 

Cuantitativa Nominal Cuestionario 

Peligro grave para la 

libertad del testigo 

• Amenazas 

• Chantaje 

• Seguimiento 

Peligro grave para 

los bienes del 

testigo 

• Amenazas 

• Chantaje 

• Seguimiento 

Peligro grave para 

los familiares del 

testigo 

• Amenazas 

• Chantaje 

• Seguimiento 

VARIABLE 

DEPENDIENTE: 

El derecho a la defensa 

Garantía procesal que tiene, entre 

otras finalidades, garantizar el 

ejercicio del derecho de 

contradicción y a ofrecer pruebas 

de descargo sobre la prueba de 

cargo en su contra. 

Derecho de 

contradicción 

• Afecta 

• No afecta 

Cuantitativa 

Cualitativa 
Nominal 

Cuestionario 

Guía de análisis 

documental 
Derecho a ofrecer 

pruebas 

• Afecta 

• No afecta 
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CAPÍTULO III  

METODOLOGÍA 

3.1.  TIPO DE INVESTIGACIÓN 

La investigación se desarrolló en el tipo de la investigación básica o pura, 

debido a que tuvo como finalidad abordar un problema real vinculado a la falta 

de pronunciamiento debidamente motivado por parte del juez de juzgamiento 

respecto a la procedencia de mantener, modificar o suprimir la medida de 

protección consistente en la reserva de identidad del testigo. Esta 

problemática fue identificada como una situación que afecta directamente a la 

persona a quien se le atribuye un delito, particularmente en el ejercicio del 

derecho a la defensa. En ese sentido, el estudio permitió analizar dicha 

situación con el propósito de plantear alternativas orientadas a contribuir a la 

solución de la problemática identificada. 

3.1.1. ENFOQUE 

La investigación adoptó un enfoque cualitativo y cuantitativo, de 

carácter mixto. En cuanto al enfoque cualitativo, se realizó la 

interpretación de un caso específico, con la finalidad de obtener una 

comprensión más exhaustiva de los hechos y situaciones descritas en el 

planteamiento del problema. Por su parte, desde el enfoque cuantitativo, 

se asignaron valores numéricos a cada indicador con el propósito de 

cuantificarlos mediante el uso de técnicas de estadística inferencial, lo 

cual permitió medir las variables y obtener resultados a partir de la 

encuesta aplicada a los abogados litigantes que conformaron la muestra 

del estudio. 

3.1.2. ALCANCE O NIVEL 

La investigación presentó un alcance descriptivo con componentes 

explicativos. En primer término, tuvo un carácter descriptivo, debido a 

que se orientó a detallar la situación objeto de estudio a partir del análisis 

de un caso específico y de las respuestas proporcionadas por abogados 

especialistas en derecho penal, en relación con las resoluciones que 

conceden la protección de la identidad de los testigos, las solicitudes de 
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revelación de identidad y las resoluciones que evalúan la persistencia de 

los fundamentos que justifican la adopción de dicha medida de 

protección. 

Asimismo, la investigación incorporó un componente explicativo, en 

la medida en que permitió analizar y esclarecer las razones por las 

cuales los magistrados no cumplieron con el deber de realizar el 

reexamen de oficio de las medidas de protección, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 250, numeral 1, del Nuevo Código Procesal 

Penal de 2004, identificando cómo dicha omisión incidió en el ejercicio 

del derecho a la defensa. 

3.1.3. DISEÑO 

La investigación adoptó un diseño no experimental, debido a que 

no se manipularon ni alteraron las variables de estudio ni su esencia. En 

ese sentido, las variables fueron analizadas tal como se manifestaron en 

la realidad, limitándose el estudio a su observación y descripción en el 

contexto en el que ocurrieron. 

 

Donde: 

M: Muestra 

VI: Variable Independiente 

VD: Variable dependiente 

3.2.  POBLACIÓN Y MUESTRA 

3.2.1 POBLACIÓN 

La población estuvo conformada por 100 abogados especializados 

en derecho penal pertenecientes al Distrito Judicial de Huánuco. Cabe 

señalar que el Ilustre Colegio de Abogados de Huánuco contaba con un 

registro general de 4550 abogados inscritos hasta el mes de octubre del 

año 2021. No obstante, dicha cifra constituyó únicamente una referencia 
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general, debido a que no se disponía de un registro específico de 

abogados con especialización en derecho penal. En atención a ello, y 

considerando los fines de la investigación, se estableció como población 

de estudio a 100 abogados especializados en dicha materia. 

3.2.2 MUESTRA 

La muestra estuvo conformada por 20 abogados especialistas en 

derecho penal, quienes fueron seleccionados mediante un muestreo no 

probabilístico de tipo intencional o por conveniencia, atendiendo al 

criterio técnico de pertinencia para el objeto de estudio. La selección se 

realizó considerando el juicio profesional de la investigadora, en función 

de la experiencia y ejercicio activo de los participantes en el ámbito del 

derecho penal dentro del Distrito Judicial de Huánuco. 

Para la conformación de la muestra se establecieron criterios de 

inclusión y exclusión y estos son los siguientes: 

Criterios de inclusión 

• Abogados o letrado litigantes en materia penal del Distrito 

Judicial de Huánuco 

• Abogados o letrados especialistas en Derecho Penal 

Criterios de exclusión 

• Abogados o letrados especialista en otras materias, menos el 

Derecho Penal. 

• Abogados que litigan en otras materias, menos el Derecho 

Penal. 

• Otros abogados que no cumplan con los criterios de inclusión 

3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

3.3.1. PARA LA RECOLECCIÓN DE DATOS 

Para la recolección de datos se empleó la técnica de la encuesta, 

la cual permitió obtener información directa de los abogados litigantes en 

derecho penal que conformaron la muestra del estudio. El instrumento 

utilizado fue un cuestionario estructurado, diseñado en función de las 

dimensiones e indicadores establecidos en la matriz de 
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operacionalización de variables, y aplicado a los profesionales del 

derecho seleccionados. 

Asimismo, se utilizó la técnica del análisis documental, mediante la 

revisión exhaustiva de un expediente judicial correspondiente a un caso 

relacionado con el objeto de estudio. El instrumento utilizado fue una 

guía estructurada, diseñada en funciones a las dimensiones e 

indicadores establecidos en la matriz de operacionalización de variables. 

Este análisis permitió examinar resoluciones vinculadas a la 

constitución del testigo con reserva de identidad, la solicitud de 

revelación de identidad y el pronunciamiento judicial respecto a la 

persistencia de los presupuestos que justificaron la adopción de la 

medida de protección, lo cual contribuyó al contraste empírico de los 

resultados obtenidos a través de la encuesta. 

3.3.2. PARA LA PRESENTACIÓN DE DATOS 

La presentación de la información recolectada se realizó a través 

de tablas organizadas por dimensiones e indicadores, lo que permitió 

una visualización clara y ordenada de los resultados obtenidos. En el 

caso de los datos provenientes del análisis documental, estos fueron 

incorporados como parte del desarrollo analítico del estudio, 

identificando el caso examinado de manera contextual, sin vulnerar la 

reserva de información ni los datos personales protegidos por ley. 

La citación de las tablas y de la información presentada se efectuó 

conforme a las normas APA 7, garantizando la correcta referencia de las 

fuentes y el cumplimiento de los criterios formales exigidos en trabajos 

académicos. 

3.3.3. PARA EL ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE DATOS 

Para el tratamiento de los datos recolectados en la encuesta se 

utilizó inicialmente el programa Microsoft Excel, en el cual se elaboró la 

base de datos a partir de la información obtenida mediante la aplicación 

del cuestionario. Posteriormente, dicha base de datos fue migrada al 

software estadístico SPSS versión 27, lo que permitió realizar el 

procesamiento de la información y generar resultados tanto descriptivos 
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como inferenciales, facilitando el análisis e interpretación de las variables 

de estudio en función de los objetivos planteados. 
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS

4.1.  PROCESAMIENTO DE DATOS

Tabla 1

Peligro grave para la vida del testigo como presupuesto de constitución del testigo con 

reserva de identidad

N° Peligro grave para la vida del testigo 
Cantidad (20) 

N % 

¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por 

la parte contraria, por existencia de peligro grave para la vida del 

testigo? 

1 Sí, tuve un proceso 11 55 

2 Sí, conozco un proceso 9 45 

¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o seguimiento en 

contra del testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, amenazas 15 75 

2 Sí, chantaje 3 15 

3 Sí, seguimiento 2 10 

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de oficio, 

convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, el juez convocó de oficio 00 00 

2 No, no convocó ninguna audiencia  20 100 

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, solicitó 

una audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, el fiscal solicitó una audiencia 00 00 

2 No, no solicitó audiencia  20 100 

Nota. Datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los abogados. 
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Figura 1

Conocimiento de proceso

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 2

Conocimiento de actos de coacción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 3

Convocación a audiencia de parte del juez

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Figura 4

Convocación a audiencia a solicitud del fiscal

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 

Análisis e interpretación 

Los datos proporcionados demuestran la evaluación de casos de 

patrocinados investigados en los que se ha constituido una reserva de 

identidad para proteger a testigos debido a la existencia de un peligro grave 

para sus vidas. En la cual se obtuvieron los siguientes datos: 

Pregunta 1: ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en 

cuyo proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para la vida del testigo? El 55% 

de los encuestados (11 de 20) afirmó que tuvo un proceso donde un testigo 

fue beneficiado con la reserva de su identidad debido al peligro grave. El 45% 

de los encuestados (9 de 20) conoce un proceso donde un testigo está 

beneficiado con reserva de su identidad debido al peligro grave. Esta pregunta 

revela que una proporción significativa de abogados encuestadas ha estado 

involucrada o conoce casos en los que se ha utilizado la reserva de identidad 

para proteger a los testigos debido a un peligro grave.  

Pregunta 2: ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o 

seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? El 75% de los 

abogados encuestados (15 de 20) afirmó que se demostró la existencia de 

amenazas en contra de aquel testigo cuya identidad se encuentra en reserva. 

El 15% de los abogados encuestados (3 de 20) afirmó que se demostró la 

existencia de chantaje en contra de aquel testigo cuya identidad se encuentra 
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en reserva. El 10% de los abogados encuestados (2 de 20) afirmó que se 

demostró el seguimiento en contra de aquel testigo cuya identidad se 

encuentra en reserva. Estos resultados indican que las amenazas son el factor 

más comúnmente demostrado en los casos de reserva de identidad de 

testigos, seguido de chantaje y seguimiento. 

Pregunta 3: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, 

de oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados 

(0 de 20) afirmó que el juez convocó de oficio una audiencia de reexamen de 

los presupuestos en caso de que no se haya demostrado el peligro. El 100% 

de los encuestados (20 de 20) afirmó que el juez no convocó ninguna 

audiencia en caso de que no se haya demostrado el peligro. Esto sugiere que, 

según los datos proporcionados, los jueces no están convocando audiencias 

de reexamen de manera automática en los casos de que no se demuestre el 

peligro en la constitución de la reserva de identidad de los testigos. 

Pregunta 4: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados (0 de 20) afirmó 

que el fiscal solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos en caso 

de que no se haya demostrado el peligro. El 100% de los encuestados (20 de 

20) afirmó que el fiscal no solicitó audiencia en caso de que no se haya 

demostrado el peligro. Esto indica que, según los datos proporcionados, los 

fiscales tampoco están solicitando audiencias de reexamen en caso de que 

no se demuestre el peligro en la constitución de la reserva de identidad de los 

testigos. 

Los datos sugieren que, en general, se utiliza la reserva de identidad de 

testigos en casos de peligro grave, principalmente debido a amenazas, pero 

no se están llevando a cabo audiencias de reexamen por iniciativa del juez o 

del fiscal cuando no se demuestra dicho peligro. (sería con la finalidad de 

determinar la permanencia, variación o supresión de la medida). 
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Tabla 2

Peligro grave para la libertad del testigo como presupuesto de constitución del testigo 

con reserva de identidad

N° Peligro grave para la libertad del testigo 
Cantidad (20) 

N %

¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para la libertad del 

testigo?

1 Sí, tuve un proceso 11 55 

2 Sí, conozco un proceso 9 45

¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o seguimiento en 

contra del testigo con reserva de identidad?

1 Sí, amenazas 11 55 

2 Sí, chantaje 7 35 

3 Sí, seguimiento 2 10

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de oficio, 

convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad?

1 Sí, el juez convocó de oficio 00 00 

2 No, no convocó ninguna audiencia  20 100

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, solicitó una 

audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad?

1 Sí, el fiscal solicitó una audiencia 00 00 

2 No, no solicitó audiencia  20 100

Nota. Datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los abogados. 

Figura 5

Conocimiento de proceso

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Figura 6

Conocimiento de actos de coacción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 7

Convocación a audiencia de parte del juez

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 8

Convocación a audiencia a solicitud del fiscal

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 



62 
 

Análisis e interpretación 

Los datos proporcionados en este conjunto de preguntas brindar datos 

sobre la evaluación de casos de patrocinados investigados en los que se ha 

constituido una reserva de identidad para proteger la libertad del testigo 

debido a que existe un peligro grave. Aquí está la interpretación de los datos: 

Pregunta 1: ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en 

cuyo proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para la libertad del testigo? El 

55% de los abogados encuestados (11 de 20) afirmó que tuvo un proceso en 

que se constituyó la reserva de identidad del testigo debido a un peligro grave 

para la libertad. El 45% de los abogados encuestados (9 de 20) conoce un 

proceso en que se constituyó la reserva de identidad del testigo debido a un 

peligro grave para la libertad. Esto indica que una proporción significativa de 

las personas encuestadas ha estado involucrada o conoce casos en los que 

se ha utilizado la reserva de identidad para proteger la libertad de los testigos 

debido a un peligro grave. 

Pregunta 2: ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o 

seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? El 55% de los 

abogados encuestados (11 de 20) afirmó que se demostró la existencia de 

amenazas en contra del testigo cuya identidad está en reserva. El 35% de los 

abogados encuestados (7 de 20) afirmó que se demostró la existencia de 

chantaje en contra del testigo cuya identidad se encuentra en reserva. El 10% 

de los abogados encuestados (2 de 20) afirmó que se demostró el seguimiento 

en contra del testigo cuya identidad se encuentra en reserva. Estos resultados 

indican que las amenazas son el factor más comúnmente demostrado en 

aquellos casos donde se reservaron la identidad del testigo, en situaciones 

donde se busca proteger su libertad, seguido de chantaje y seguimiento. 

Pregunta 3: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, 

de oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados 

(0 de 20) afirmó que el juez convocó de oficio una audiencia de reexamen de 

los presupuestos en caso de que no se haya demostrado el peligro. 
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El 100% de los encuestados (20 de 20) afirmó que el juez no convocó 

ninguna audiencia en caso de que no se haya demostrado el peligro. Esto 

sugiere que, al igual que en el conjunto de datos anterior, los jueces no están 

convocando audiencias de reexamen de manera automática en los casos 

donde no se demuestra el peligro en la constitución de la reserva de identidad 

de los testigos para proteger su libertad.

Pregunta 4: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados (0 de 20) afirmó 

que el fiscal solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos en caso 

de que no se haya demostrado el peligro. El 100% de los encuestados (20 de 

20) afirmó que el fiscal no solicitó audiencia en caso de que no se haya 

demostrado el peligro. Nuevamente, esto indica que los fiscales no están 

solicitando audiencias de reexamen sobre la constitución de la reserva de 

identidad de los testigos, en casos donde no se demuestra el peligro para su 

libertad del testigo.

Tabla 3

Peligro grave para los bienes del testigo como presupuesto de constitución del testigo 

con reserva de identidad

N° Peligro grave para los bienes del testigo 
Cantidad (20) 

N % 

¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para la libertad del 

testigo? 

1 Sí, tuve un proceso 11 55 

2 Sí, conozco un proceso 9 45 

¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o seguimiento en 

contra del testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, amenazas 11 55 

2 Sí, chantaje 3 15 

3 Sí, seguimiento 6 30 

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de oficio, 

convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, el juez convocó de oficio 00 00 
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2 No, no convocó ninguna audiencia  20 100 

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, solicitó una

audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad?

1 Sí, el fiscal solicitó una audiencia 00 00 

2 No, no solicitó audiencia  20 100

Nota. Datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los abogados. 

Figura 9

Conocimiento de proceso

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 10

Conocimiento de actos de coacción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Figura 11

Convocación a audiencia de parte del juez

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 

 

Figura 12

Convocación a audiencia a solicitud del fiscal

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos del formulario de cuestionario aplicado a los 

abogados. 

Análisis e interpretación 

Respecto a la tercera dimensión tenemos los siguientes resultados: 

Pregunta 1: ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en 

cuyo proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para los bienes del testigo? El 

55% de los encuestados (11 de 20) afirmó que tuvo un proceso en el que se 

constituyó una reserva de identidad para testigos debido a un peligro grave 

para los bienes. El 45% de los encuestados (9 de 20) conoce un proceso en 

el que se constituyó una reserva de identidad para testigos debido a un peligro 

grave para los bienes. 
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Esto indica que una proporción significativa de las personas 

encuestadas ha estado involucrada o conoce casos en los que se ha utilizado 

la reserva de identidad para proteger los bienes de los testigos debido a un 

peligro grave. Pregunta 2: ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje 

o seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? El 55% de los 

encuestados (11 de 20) afirmó que se demostró la existencia de amenazas 

en contra del testigo con reserva de identidad. El 15% de los encuestados (3 

de 20) afirmó que se demostró la existencia de chantaje en contra del testigo 

con reserva de identidad. El 30% de los encuestados (6 de 20) afirmó que se 

demostró el seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad. 

Estos resultados indican que las amenazas son el factor más 

comúnmente demostrado en los casos de reserva de identidad de testigos en 

situaciones donde se busca proteger sus bienes, seguido de chantaje y 

seguimiento. Pregunta 3: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, 

el juez, de oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de 

la constitución del testigo con reserva de identidad? Ninguno de los 

encuestados (0 de 20) afirmó que el juez convocó de oficio una audiencia de 

reexamen de los presupuestos en caso de que no se haya demostrado el 

peligro. El 100% de los encuestados (20 de 20) afirmó que el juez no convocó 

ninguna audiencia en caso de que no se haya demostrado el peligro. Esto 

sugiere que, al igual que en los conjuntos de datos anteriores, los jueces no 

están convocando audiencias de reexamen de manera automática en casos 

donde no se demuestra el peligro en la constitución de la reserva de identidad 

de los testigos para proteger sus bienes. 

Pregunta 4: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados (0 de 20) afirmó 

que el fiscal solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos en caso 

de que no se haya demostrado el peligro. El 100% de los encuestados (20 de 

20) afirmó que el fiscal no solicitó audiencia en caso de que no se haya 

demostrado el peligro. Nuevamente, esto indica que los fiscales no están 

solicitando audiencias de reexamen en casos donde no se demuestra el 
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peligro en la constitución de la reserva de identidad de los testigos para 

proteger sus bienes.

Los datos sugieren que la reserva de identidad de testigos se utiliza en 

casos de peligro grave para los bienes, principalmente debido a amenazas, 

pero las audiencias de reexamen no se están convocando ni solicitando en 

caso de que no se demuestre dicho peligro.

Tabla 4

Peligro grave para los familiares del testigo como presupuesto de constitución del 

testigo con reserva de identidad

N° Peligro grave para los familiares del testigo 
Cantidad (20) 

N % 

¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para los familiares del 

testigo? 

1 Sí, tuve un proceso 11 55 

2 Sí, conozco un proceso 9 45 

¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o seguimiento en 

contra del testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, amenazas 15 75 

2 Sí, chantaje 3 15 

3 Sí, seguimiento 2 10 

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de oficio, 

convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, el juez convocó de oficio 00 00 

2 No, no convocó ninguna audiencia  20 100 

¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, solicitó una 

audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad? 

1 Sí, el fiscal solicitó una audiencia 00 00 

2 No, no solicitó audiencia  20 100 

Nota. Datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los abogados. 
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Figura 13

Conocimiento de proceso

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 14

Conocimiento de actos de coacción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 15

Convocación a audiencia de parte del juez

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Figura 16

Convocación a audiencia a solicitud del fiscal

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados. 

Análisis e interpretación 

Respecto a la cuarta dimensión tenemos como resultado los siguientes 

datos: 

Pregunta 1: ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en 

cuyo proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos por la 

parte contraria, por existencia de peligro grave para los familiares del testigo? 

El 55% de los encuestados (11 de 20) afirmó que tuvo un proceso en el que 

se constituyó una reserva de identidad para testigos debido a un peligro grave 

para los familiares. El 45% de los encuestados (9 de 20) conoce un proceso 

en el que se constituyó una reserva de identidad para testigos debido a un 

peligro grave para los familiares. 

Esto indica que una proporción significativa de las personas 

encuestadas ha estado involucrada o conoce casos en los que se ha utilizado 

la reserva de identidad para proteger a los familiares de los testigos debido a 

un peligro grave. Pregunta 2: ¿Se demostró la existencia de amenazas, 

chantaje o seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? El 75% 

de los encuestados (15 de 20) afirmó que se demostró la existencia de 

amenazas en contra del testigo con reserva de identidad. El 15% de los 

encuestados (3 de 20) afirmó que se demostró la existencia de chantaje en 

contra del testigo con reserva de identidad. El 10% de los encuestados (2 de 

20) afirmó que se demostró el seguimiento en contra del testigo con reserva 
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de identidad. Estos resultados indican que las amenazas son el factor más 

comúnmente demostrado en los casos de reserva de identidad de testigos en 

situaciones donde se busca proteger a los familiares de los testigos, seguido 

de chantaje y seguimiento. 

Pregunta 3: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, 

de oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados 

(0 de 20) afirmó que el juez convocó de oficio una audiencia de reexamen de 

los presupuestos en caso de que no se haya demostrado el peligro. El 100% 

de los encuestados (20 de 20) afirmó que el juez no convocó ninguna 

audiencia en caso de que no se haya demostrado el peligro. Esto sugiere que, 

al igual que en los conjuntos de datos anteriores, los jueces no están 

convocando audiencias de reexamen de manera automática en casos donde 

no se demuestra el peligro en la constitución de la reserva de identidad de los 

testigos para proteger a sus familiares. 

Pregunta 4: ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la constitución del 

testigo con reserva de identidad? Ninguno de los encuestados (0 de 20) afirmó 

que el fiscal solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos en caso 

de que no se haya demostrado el peligro. El 100% de los encuestados (20 de 

20) afirmó que el fiscal no solicitó audiencia en caso de que no se haya 

demostrado el peligro. Nuevamente, esto indica que los fiscales no están 

solicitando audiencias de reexamen en casos donde no se demuestra el 

peligro en la constitución de la reserva de identidad de los testigos para 

proteger a sus familiares. 

Bajo esta perspectiva, los datos sugieren que la reserva de identidad de 

testigos se utiliza en casos de peligro grave para los familiares, principalmente 

debido a amenazas, pero las audiencias de reexamen no se están 

convocando ni solicitando en caso de que no se demuestre dicho peligro. 
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Tabla 5

Derecho de contradicción

N° 
 

Derecho de contradicción 
Cantidad (20) 

 N % 

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos 

de la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el 

supuesto peligro grave la vida del mismo, afecta el derecho a la defensa 

del imputado? 

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00 

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos 

de la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el 

supuesto peligro grave a la libertad del mismo, afecta el derecho a la 

defensa del imputado? 

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00 

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos 

de la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el 

supuesto peligro grave a los bienes del mismo, afecta el derecho a la 

defensa del imputado? 

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00 

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos 

de la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el 

supuesto peligro grave sobre la familia del mismo, afecta el derecho a 

la defensa del imputado? 

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00 

Nota. Datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los abogados 
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Figura 17

Derecho de contradicción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 18

Derecho de contradicción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 19

Derecho de contradicción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Figura 20

Derecho de contradicción

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Análisis e interpretación

Los datos proporcionados en este conjunto de preguntas indican que

todos los encuestados (20 de 20) consideran que el incumplimiento del 

reexamen de los presupuestos de la constitución de la reserva de identidad 

del testigo, ante el supuesto peligro grave en diversas situaciones (vida del 

testigo, libertad del testigo, bienes del testigo y familia del testigo), afecta el 

derecho a la defensa del imputado. En otras palabras, según los resultados, 

se percibe que el incumplimiento del reexamen en cualquier situación de 

peligro grave tiene un impacto negativo en el derecho a la defensa del 

imputado.

Tabla 6

Derecho a ofrecer pruebas

N° 
 

Derecho a ofrecer pruebas 
Cantidad (20) 

 N % 

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el supuesto 

peligro grave la vida del mismo, afecta el derecho a ofrecer pruebas del 

imputado? 

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00 

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el supuesto 
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peligro grave a la libertad del mismo, afecta el derecho a ofrecer pruebas 

del imputado?

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el supuesto 

peligro grave a los bienes del mismo, afecta el derecho a ofrecer pruebas 

del imputado?

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00

 ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución de la reserva de identidad del testigo, ante el supuesto 

peligro grave sobre la familia del mismo, afecta el derecho a ofrecer 

pruebas del imputado?

1  Si, sí afecta 20 100 

2  No, no afecta 00 00 

Nota. Datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los abogados

Figura 21

Derecho de ofrecer pruebas

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Figura 22

Derecho de ofrecer pruebas

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 23

Derecho de ofrecer pruebas

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados.

Figura 24

Derecho de ofrecer pruebas

 

Nota. La figura muestra datos obtenidos de la cédula de cuestionario aplicado a los 

abogados. 
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Análisis e interpretación 

Los datos proporcionados en este conjunto de preguntas indican que 

todos los encuestados (20 de 20) consideran que el incumplimiento del 

reexamen de los presupuestos de la constitución de la reserva de identidad 

del testigo, ante el supuesto peligro grave en diversas situaciones (vida del 

testigo, libertad del testigo, bienes del testigo y familia del testigo), afecta el 

derecho a ofrecer pruebas del imputado. En otras palabras, según los 

resultados, se percibe que el incumplimiento del reexamen en cualquier 

situación de peligro grave tiene un impacto negativo en el derecho a ofrecer 

pruebas del imputado. Esto sugiere una fuerte creencia por parte de los 

encuestados de que el incumplimiento del reexamen en estos casos perjudica 

la capacidad del imputado para presentar pruebas en su defensa. 

4.2.  ANÁLISIS DE UN CASO  

Se ha realizado el análisis del Cuaderno de Debate N.º 3292-2017-66-

1201-JR-PE-01 sobre juicio oral seguido contra L. S. R. S., por el delito de 

Homicidio Calificado en agravio de E. W. R. M. y otro. 

Mediante la Disposición Fiscal N.° 003-2015-MP-1FPPC-HLIES-DE-

HCO, de fecha 19 de octubre de 2015, la Primera Fiscalía Provincial 

Corporativa de Huamalíes dispuso dictar medidas de protección a favor del 

testigo con clave T001ANDAS2025, entre ellas la reserva de su identidad y 

demás datos que permitan su identificación, así como protección policial 

durante las 24 horas del día en su domicilio por el plazo de seis (06) meses, 

con posibilidad de prórroga en caso de subsistir el riesgo, derivándolo a la 

UDAVIT (Programa de Protección y Asistencia de Víctimas y Testigos) para 

su cumplimiento. 

En el presente caso, el Ministerio Público, al imponer la medida de 

protección de reserva de identidad del testigo T001ANDAS2015, solo tuvo en 

consideración el presupuesto referido a la cantidad de integrantes que 

participaron en el hecho delictivo, mas no evaluó si existía una amenaza que 

pusiera en grave peligro la vida, integridad, bienes o familiares del testigo. Ello 

resulta relevante, pues la amenaza debe ser real, concreta, creíble y cercana 
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en el tiempo, y no imaginaria, incierta o remota, lo que no ocurre en el presente 

caso. 

Posteriormente, culminada la etapa de investigación, se emitió la 

Acusación Fiscal, pasando el proceso al Juzgado Colegiado de Huánuco. Con 

fecha 09 de enero de 2018 se dictó el Auto de Citación a Juicio Oral y, 

posteriormente, mediante Resolución N.º 24, de fecha 24 de abril de 2021, se 

programó la audiencia de inicio de juicio oral para el 12 de julio de 2021 a las 

once y quince de la mañana. Llegada la fecha, se dio por instalada la 

audiencia; sin embargo, el Juzgado Colegiado Supraprovincial de Huánuco en 

ningún momento emitió un pronunciamiento motivado respecto a la 

procedencia de mantener, modificar o suprimir la medida de protección de 

reserva de identidad adoptada por el fiscal en la etapa de investigación a favor 

del testigo T001ANDAS2025. 

Aunado a ello, se declaró infundada la petición de variabilidad o retiro de 

la medida de protección de reserva de identidad del testigo protegido, 

solicitada por la defensa técnica del acusado. Si bien dicha solicitud debió 

presentarse antes del inicio del juicio oral, ello no limita que pueda formularse 

a lo largo del proceso, conforme lo establece la Casación N.º 539-

2016/Huánuco (fundamento 4). 

Durante el proceso de investigación, el acusado logró identificar al 

testigo con reserva de identidad, quien corresponde a la persona de T. V. G., 

quien se ofreció como testigo voluntario y a quien el Ministerio Público otorgó 

la reserva de identidad. No obstante, no se consideró que la testigo actuó 

motivada por el conflicto existente entre el acusado y su hermano J. P. V. G., 

derivado de pleitos de índole personal ocurridos en el año 2009, los cuales 

fueron judicializados mediante el Expediente N.° 05572-2018-0-1202-JR-PE-

01 (numeración antigua Exp. N.º 034-2009). Asimismo, en ambos procesos, 

la madre de los hermanos V. G. participó en calidad de testigo. 

Análisis e interpretación 

En relación con el presente caso, queda demostrado que el Juzgado 

Colegiado de Huánuco incurrió en incumplimiento de su deber establecido en 

el inciso 1 del artículo 250 del Código Procesal Penal, al no brindar la 
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oportunidad de cuestionar la veracidad del relato del testigo ni advertir la 

existencia de ausencia de incredibilidad subjetiva, dado que entre el acusado 

y el testigo existían motivos fundados en el odio, resentimiento y enemistad. 

Ello vulnera de manera fehaciente el derecho de defensa y demás derechos 

conexos del acusado.

4.3.  CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS Y PRUEBA DE HIPÓTESIS 

4.3.1. PRUEBA DE HIPÓTESIS GENERAL

Para el desarrollo de la prueba de hipótesis tendremos en cuenta 

los siguientes puntos:

HG. Sí existe incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución del testigo con reserva de identidad que afecta el ejercicio 

del derecho a la defensa, en el Distrito Judicial de Huánuco, 2021, debido 

a que el juez no ordena el reexamen de oficio.

H0. No existe incumplimiento del reexamen de los presupuestos de 

la constitución del testigo con reserva de identidad que afecta el ejercicio 

del derecho a la defensa, en el Distrito Judicial de Huánuco, 2021, debido 

a que el juez no ordena el reexamen de oficio.
Tabla 7

Prueba de hipótesis general

Variables  Valor X2 GI Significancia

Incumplimiento del 

reexamen de los 

presupuestos de la 

constitución del testigo con 

reserva de identidad 

21,585 5 0,01 

Ejercicio del derecho a la 

defensa 

Nota. Datos obtenidos de la aplicación de la prueba estadística de hipótesis 

Análisis 

Se obtuvo un valor de X² = 21,586 con cinco grados de libertad y 

un nivel de significancia p = 0,001. Al ser este valor inferior a 0,05, se 

procede al rechazo de la hipótesis nula y se acepta la hipótesis de 

investigación. Esto permite concluir que sí existe un incumplimiento en 

el reexamen de los presupuestos constitucionales respecto al uso de 

testigos con identidad reservada, afectando el derecho a la defensa en 
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el Distrito Judicial de Huánuco durante el año 2021. Esta situación se 

origina por la omisión del juez al no disponer el reexamen de oficio. 

4.3.2. Prueba de primera hipótesis específica

Para el desarrollo de la prueba de hipótesis tendremos en cuenta 

los siguientes puntos:

HE1: Sí existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para la vida y la libertad del testigo, que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021, debido a que el juez no lo dispone de oficio.

H01: No existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para la vida y la libertad del testigo, que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021, debido a que el juez no lo dispone de oficio.

Tabla 8
Prueba de hipótesis específica 1

Variables  Valor X2 GI Significancia

Presupuesto de existencia 

de peligro grave para la vida 

y libertad del testigo 21,585 5 0,02 

Ejercicio del derecho a la 

defensa 

Nota. Datos obtenidos de la aplicación de la prueba estadística de hipótesis 

Análisis 

Dado que el valor obtenido de X² = 21,586 con cinco grados de 

libertad y un nivel de significancia p = 0,02 es menor al umbral de 0,05, 

se rechaza la hipótesis nula y se acepta la hipótesis de investigación. En 

consecuencia, se confirma que sí existe un incumplimiento en cuanto al 

reexamen del presupuesto relacionado con la existencia de un peligro 

grave para la vida o libertad del testigo, lo cual repercute negativamente 

en el ejercicio del derecho a la defensa. Esta omisión se atribuye a que 

el Juzgado Colegiado de Huánuco, en el año 2021, no dispuso dicho 

reexamen de oficio. 

4.3.3. PRUEBA DE SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 
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Para el desarrollo de la prueba de hipótesis tendremos en cuenta 

los siguientes puntos:

HE2: Sí existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para los bienes y familiares del testigo, que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021, debido a que el juez no lo dispone de oficio.

H02: No existe incumplimiento del reexamen del presupuesto de la 

existencia de peligro grave para los bienes y familiares del testigo, que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021, debido a que el juez no lo dispone de oficio.
Tabla 9

 Prueba de segunda hipótesis específica 2

Variables  Valor X2 GI Significancia

Presupuesto de existencia 

de peligro para los bienes 

y familiares del testigo 21,478 5 0,01 

Ejercicio del derecho a la 

defensa 

Nota. Datos obtenidos de la aplicación de la prueba estadística de hipótesis 

Análisis 

El resultado obtenido fue X² = 21,478 con cinco grados de libertad 

y un valor de p = 0,01. Al ser este inferior al nivel de significancia de 0,05, 

se rechaza la hipótesis nula y se acepta la hipótesis de investigación. 

Esto evidencia que sí existe un incumplimiento en el reexamen del 

presupuesto referente a la existencia de un peligro grave para los bienes 

y los familiares del testigo, lo cual vulnera el derecho a la defensa. Esta 

omisión se produce debido a que el Juzgado Colegiado de Huánuco, en 

el año 2021, no ordenó dicho reexamen de oficio. 
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CAPÍTULO V  

DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

5.1.  PRESENTAR LA CONTRASTACIÓN DEL TRABAJO DE 

INVESTIGACIÓN 

El objetivo general consistió en determinar si existió incumplimiento del 

reexamen de los presupuestos de constitución del testigo con reserva de 

identidad que afectó el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado 

Colegiado de Huánuco, 2021. En relación con los resultados descriptivos, se 

observó una tendencia uniforme en las cuatro dimensiones vinculadas a los 

presupuestos de peligro grave, debido a que la totalidad de los abogados 

encuestados señaló que, ante la ausencia de peligro grave, el juez penal no 

convocó de oficio a audiencia de reexamen, registrándose un 100 % en la 

alternativa “no convocó ninguna audiencia”. De forma concordante, también 

se advirtió un 100 % en la alternativa “no solicitó audiencia” respecto a la 

actuación fiscal, lo que evidenció la inexistencia de impulso procesal orientado 

a revisar la necesidad de la medida cuando el peligro no se encontraba 

acreditado. Asimismo, al analizar la variable dependiente, los resultados 

descriptivos mostraron unanimidad en la afectación del derecho a la defensa, 

debido a que el 100 % de los encuestados sostuvo que el incumplimiento del 

reexamen afecta el derecho de contradicción y, del mismo modo, el derecho 

a ofrecer pruebas, tanto cuando el presupuesto invocado fue el peligro grave 

a la vida o la libertad, como cuando se trató de bienes o familiares del testigo. 

Estos hallazgos descriptivos se relacionaron con la contrastación 

inferencial, debido a que la prueba de Chi cuadrado permitió rechazar la 

hipótesis nula y aceptar la hipótesis general, al evidenciar un valor X² de 

21,585, con cinco grados de libertad y un nivel de significancia de 0,01. En 

consecuencia, se corroboró estadísticamente que el incumplimiento del 

reexamen se vinculó de manera significativa con la afectación del derecho a 

la defensa en el contexto estudiado. Así mismo encuentra un reflejo directo 

en el análisis del caso del Cuaderno de Debate N.° 3292-2017-66-JR-PE-01, 

debido a que, durante la etapa de juzgamiento, el órgano jurisdiccional no 

emitió pronunciamiento motivado alguno respecto a la procedencia de 
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mantener, modificar o suprimir la medida de reserva de identidad otorgada en 

la etapa de investigación. Ello ocurrió a pesar que el artículo 250, numeral 1, 

del Nuevo Código Procesal Penal establece de manera expresa el deber del 

juez de realizar dicho reexamen de oficio. En consecuencia, la práctica judicial 

verificada en el caso analizado confirmó empíricamente la tendencia advertida 

en los resultados de la encuesta, consolidando la idea de un incumplimiento 

sistemático del deber de control judicial. 

En segundo punto, los resultados de las encuestas mostraron que el 

100% de los abogados consideró que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la reserva de identidad afecta tanto el derecho de 

contradicción como el derecho a ofrecer pruebas del imputado, 

independientemente que el peligro alegado se refiera a la vida, la libertad, los 

bienes o los familiares del testigo. Esta percepción unánime puso de 

manifiesto que la omisión del reexamen no es vista como una simple 

irregularidad procesal, sino como una afectación directa a garantías 

esenciales del derecho de defensa. Esta apreciación se vio corroborada en el 

análisis del caso concreto, debido a que la defensa técnica del acusado 

solicitó la variación o retiro de la medida de protección de reserva de identidad, 

sustentando la existencia de un conflicto previo entre el acusado y el testigo, 

lo cual configuraba un escenario de posible incredibilidad subjetiva. No 

obstante, el órgano jurisdiccional no evaluó tales alegaciones ni permitió un 

debate efectivo sobre la credibilidad del testimonio, lo que limitó la posibilidad 

de cuestionar la veracidad del relato y de ejercer un contrainterrogatorio pleno. 

En tal sentido, el caso analizado evidenció de manera concreta cómo la 

ausencia de reexamen judicial se tradujo en una restricción real del derecho 

de defensa, tal como fue advertido por los abogados encuestados. 

En tercer punto, los resultados inferenciales reforzaron esta 

convergencia entre percepción profesional y práctica judicial. La prueba de 

Chi cuadrado aplicada tanto a la hipótesis general como a las hipótesis 

específicas arrojó niveles de significancia inferiores a 0,05, lo que permitió 

establecer una asociación estadísticamente significativa entre el 

incumplimiento del reexamen de los presupuestos de la reserva de identidad 

y la afectación del derecho a la defensa. Esta relación estadística encontró 



83 
 

respaldo cualitativo en el caso analizado, en el cual la permanencia 

automática de la medida de protección no estuvo acompañada de una 

evaluación actualizada del riesgo ni de una motivación suficiente que 

justificara la continuidad de la restricción al contradictorio. 

Asimismo, resulta relevante destacar que, en el caso concreto, el 

Ministerio Público fundamentó inicialmente la adopción de la medida de 

reserva de identidad principalmente en la cantidad de participantes del hecho 

delictivo, sin acreditar la existencia de amenazas reales, concretas y cercanas 

en el tiempo contra la vida, libertad, bienes o familiares del testigo. Este 

aspecto guarda relación con los resultados descriptivos de las encuestas, en 

las que se evidenció que, aun cuando se invocan genéricamente 

presupuestos de peligro, no siempre se acredita su existencia de manera 

suficiente, lo que refuerza la necesidad de un control judicial posterior y 

efectivo. 

Al contrastar estos resultados con los antecedentes y las bases teóricas, 

se vio consistencia con Martínez (2018), quien concluyó que la reserva de 

identidad, aplicada sin un control exigente y sin requisitos suficientemente 

claros, puede vulnerar el derecho de defensa y, además, posibilitar usos 

estratégicos o de mala fe dentro del proceso. Esta línea interpretativa resultó 

congruente con el patrón empírico observado, debido a que la ausencia de 

reexamen judicial favoreció la permanencia automática de la medida, 

reduciendo la capacidad de la defensa para cuestionar móviles, credibilidad y 

contexto del testimonio. 

Del mismo modo, los resultados se alinearon con Vélez (2004), quien 

consideró que la prueba derivada de testigos con identidad reservada afecta 

el contradictorio y la igualdad procesal, en consecuencia, el derecho de 

defensa, porque el imputado está limitado a cuestionar la credibilidad del 

testigo. En la presente investigación se comprobó que la falta de reexamen 

de los presupuestos y mantener la medida de reserva de identidad, afecta el 

debido proceso, en tanto impide un control efectivo del testigo de cargo, 

especialmente cuando la medida se integra al proceso sin compensaciones 

suficientes. 
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A nivel nacional, los hallazgos también guardaron coherencia con García 

(2015), debido a que se reforzó la idea de que el testimonio con identidad 

reservada limita significativamente el derecho de defensa cuando no se 

permite indagar condiciones personales relevantes, tales como intereses, 

conflictos o vínculos, los cuales impactan en la credibilidad del testimonio. 

En ese mismo sentido, el caso analizado evidenció una situación donde la 

defensa alegó elementos de enfrentamiento previo, lo cual exigía un control 

de motivación más estricto y no meramente formal. 

Por otro lado, los resultados varían parcialmente de Pérez (2019), quien 

enfatizó la importancia de las medidas de protección de reserva de identidad 

para garantizar la eficacia del proceso penal y la seguridad de los testigos. La 

presente investigación reconoce la necesidad de proteger a los testigos 

cuando existe peligro grave, sin embargo, dicha protección debe estar sujeto 

a control que permita verificar la subsistencia en el tiempo de los presupuestos 

que justificaron su adopción, evitando la afectación del derecho de defensa. 

Con respecto a los antecedentes locales, los resultados guardan relación 

con la investigación de Oropeza et al (2019), quienes concluyeron que la 

aplicación de la reserva de identidad en los procesos penales del Distrito 

Judicial de Huánuco no observa adecuadamente el principio de 

proporcionalidad. De manera similar esta investigación evidencia que la 

permanencia de la reserva de identidad de un testigo, sin un reexamen judicial 

afecta el equilibrio entre la protección del testigo y las garantías procesales 

del imputado. 

Por otro lado, los resultados difieren parcialmente de Sánchez (2017) 

quien concluyo que el Ministerio Público aplicaba eficientemente las medidas 

de protección a testigos con reserva de identidad. La diferencia radica que 

dicha investigación se centró en la actuación fiscal cuando se otorgó la medida 

y la presente investigación analizó la actuación jurisdiccional posterior a la 

imposición de la medida, específicamente el deber de reexaminar la 

persistencia de los presupuestos que dieron origen a la reserva de identidad 

durante el proceso penal.       
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Desde las bases teóricas, la discusión encontró respaldo en la teoría de 

las pruebas libres y la sana crítica, debido a que el modelo vigente obliga al 

juez a motivar racionalmente las decisiones que inciden en la actuación y 

valoración de la prueba, lo que incluye el deber de fundamentar la continuidad 

de una medida que restringe el contradictorio. En ese marco, el deber de 

reexamen previsto en el artículo 250, numeral 1, no se presentó como una 

facultad discrecional, sino como una exigencia institucional necesaria para 

mantener el equilibrio entre la protección del testigo y el derecho de defensa, 

en concordancia con los principios de legitimidad, contradicción e inmediación 

abordados en el marco constitucional y procesal. 

Finalmente, desde las bases teóricas, el artículo VIII del Título Preliminar 

del NCPP y los principios de legitimidad, contradicción e inmediación 

ofrecieron el soporte conceptual para sostener que una medida que limita el 

derecho de defensa requiere un examen continuo de necesidad, debido a que 

la legitimidad de la actividad probatoria no se agota en la etapa de 

investigación, sino que debe sostenerse durante el juicio, especialmente 

cuando se trata de prueba testimonial cuya credibilidad depende de factores 

contextuales y personales que la defensa debe poder explorar. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERO. – Respecto al Incumplimiento del reexamen en situaciones 

de peligro grave para la vida y la libertad del testigo: En el Juzgado Colegiado 

de Huánuco en 2021, se identifica un incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad en situaciones de 

peligro grave para la vida y la libertad del testigo. Esto se refleja en la falta de 

convocatoria de audiencias de reexamen por parte del juez, lo que sugiere 

que en casos en los que se debería haber revisado la necesidad de mantener 

la reserva de identidad, no se llevaron a cabo procedimientos adicionales para 

garantizar la protección de los derechos del imputado. 

SEGUNDO. – Respecto al incumplimiento del reexamen en situaciones 

de peligro grave para los bienes y familiares del testigo, también se observa 

un incumplimiento del reexamen en situaciones de peligro grave para los 

bienes y familiares del testigo en el Juzgado Colegiado de Huánuco en 2021. 

La falta de convocatoria de audiencias de reexamen por parte del juez en 

estos escenarios indica que no se realizaron evaluaciones adicionales para 

determinar si la reserva de identidad seguía siendo necesaria en el proceso. 

TERCERO. – Respecto al impacto en el ejercicio del derecho a la 

defensa: El incumplimiento del reexamen de los presupuestos de la 

constitución de la reserva de identidad en el Juzgado Colegiado de Huánuco 

en 2021 tiene un impacto negativo en el ejercicio del derecho a la defensa del 

imputado. Este incumplimiento limita la posibilidad de la defensa de 

desacreditar y desvirtuar el testimonio de testigos con reserva de identidad, lo 

que puede afectar la capacidad del imputado para presentar pruebas en su 

defensa. Esta situación plantea preocupaciones sobre la equidad y la justicia 

en el proceso penal y la necesidad de garantizar que se cumplan los 

procedimientos adecuados para proteger tanto los derechos del imputado 

como la seguridad de los testigos. 
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RECOMENDACIONES 

PRIMERO. – Se recomienda a los jueces integrantes del Juzgado 

Colegiado Supraprovincial de Huánuco aseguren el estricto cumplimiento de 

lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 250 del Código Procesal Penal, 

emitiendo pronunciamientos debidamente motivados sobre la procedencia de 

mantener, modificar o suprimir las medidas de protección de reserva de 

identidad del testigo, mediante la realización del reexamen correspondiente 

durante el desarrollo del proceso penal, garantizando el debido proceso y el 

ejercicio efectivo del derecho de defensa del imputado. 

SEGUNDO. – Se recomienda que los jueces del Juzgado Colegiado 

Supraprovincial de Huánuco, emitan pronunciamiento motivado sobre los 

pedidos de levantamiento de la identidad de un testigo, cuando se evidencia 

posible incredibilidad subjetiva por relaciones basado en enemistas, odio, 

resentimiento y otros que pueda inducir en la parcialidad del testimonio del 

testigo. 

TERCERO. – Se recomienda al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, en 

coordinación con el Juzgado Colegiado Supraprovincial de Huánuco, 

promover la incorporación de lineamientos normativos y garantías procesales 

específicas que aseguren el ejercicio efectivo del derecho de defensa del 

imputado frente a testimonios con reserva de identidad, permitiendo bajo 

control judicial y criterios de proporcionalidad el acceso a información 

relevante que posibilite la contradicción y valoración del testimonio, sin 

comprometer la seguridad del testigo ni la eficacia del proceso penal, para ello 

pueden disponer otras medidas de protección establecidas en el artículo 248 

del Código Procesal Penal. 

CUARTO. – Se recomienda al Ministerio Público y a los órganos 

jurisdiccionales fortalecer los mecanismos de control y seguimiento de la 

medida de protección de reserva de identidad otorgadas a los testigos, 

promoviendo que dicha medida mantenga su carácter excepcional y temporal, 

evitando así, restricciones innecesarias a los derechos fundamentales del 

imputado.    
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ANEXO 03  

MATRIZ DE CONSISTENCIA 

TÍTULO: REEXAMEN DE VIABILIDAD DE LOS PRESUPUESTOS DE CONSTITUCIÓN DEL TESTIGO CON RESERVA DE IDENTIDAD Y EL DERECHO A 

LA DEFENSA, EN EL JUZGADO COLEGIADO DE HUÁNUCO, 2021 

PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
METODOLOGÍA 

TÉCNICAS E 
INSTRUMENTOS 

PROBLEMA 
GENERAL 

OBJETIVO 
GENERAL 

HIPÓTESIS 
GENERAL 

VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 
TIPO DE 

ESTUDIO: 

PG. ¿Existe 
incumplimiento del 
reexamen de los 
presupuestos de la 
constitución del 
testigo con reserva 
de identidad que 
afecta el ejercicio 
del derecho a la 
defensa, en el 
Distrito de Judicial 
de Huánuco, 
2021? 

PROBLEMAS 
ESPECÍFICOS 

PE1: ¿Existe 
incumplimiento del 
reexamen del 
presupuesto de la 
existencia de 
peligro grave para 
la vida y la libertad 

OG. Determinar si 
existe 
incumplimiento del 
reexamen de los 
presupuestos de la 
constitución del 
testigo con reserva 
de identidad que 
afecta el ejercicio 
del derecho a la 
defensa, en el 
Distrito Judicial de 
Huánuco, 2021 

OBJETIVOS 
ESPECÍFICOS 

OE1: Determinar si 
existe 
incumplimiento del 
reexamen del 
presupuesto de la 
existencia de 
peligro grave para 

HG. Sí existe 
incumplimiento del 
reexamen de los 
presupuestos de la 
constitución del 
testigo con reserva 
de identidad que 
afecta el ejercicio 
del derecho a la 
defensa, en el 
Distrito Judicial de 
Huánuco, 2021 

HIPÓTESIS 
ESPECIFICAS 

HE1: Sí existe 
incumplimiento del 
reexamen del 
presupuesto de la 
existencia de 
peligro grave para 
la vida y la libertad 
del testigo, que 

Variable 
independiente 

Incumplimiento del 
reexamen de los 
presupuestos de 
constitución con 
reserva de 
identidad 

Variable 
dependiente 

El derecho a la 
defensa 

Dimensión 
variable 

independiente: 

⮚ Peligro 
grave para la 
vida del 
testigo 

⮚ Peligro 
grave para la 
libertad del 
testigo 

⮚ Peligro 
grave para 
los bienes del 
testigo 

⮚ Peligro 
grave para 
los familiares 
del testigo 

 

 
 
 
 
 
 
 
Amenazas  
Chantaje 
Seguimiento 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Tipo de 
investigación: 
Básica 
Enfoque de 
investigación: 
cualitativo y 
cuantitativo 
Nivel de 
investigación: 
Descriptivo – 
Explicativo 
Diseño de 
investigación: No 
experimental 
Técnicas: 
Encuesta y 
análisis 
documental 
Instrumentos: 

1. Cuestionario y 
guía de análisis 
documental 
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del testigo, que 
afecta el ejercicio 
del derecho a la 
defensa, en el 
Juzgado 
Colegiado de 
Huánuco, 2021? 
 PE2: ¿Existe 
incumplimiento del 
reexamen del 
presupuesto de la 
existencia de 
peligro grave para 
los bienes y 
familiares del 
testigo, que afecta 
el ejercicio del 
derecho a la 
defensa, en el 
Juzgado 
Colegiado de 
Huánuco, 2021? 

la vida y la libertad 
del testigo, que 
afecta el ejercicio 
del derecho a la 
defensa, en el 
Juzgado Colegiado 
de Huánuco, 2021. 
OE2: Determinar si 
existe 
incumplimiento del 
reexamen del 
presupuesto de la 
existencia de 
peligro grave para 
los bienes y 
familiares del 
testigo, que afecta 
el ejercicio del 
derecho a la 
defensa, en el 
Juzgado Colegiado 
de Huánuco, 2021 

afecta el ejercicio 
del derecho a la 
defensa, en el 
Juzgado Colegiado 
de Huánuco, 2021, 
debido a que no lo 
solicita de oficio. 
HE2: Sí existe 
incumplimiento del 
reexamen del 
presupuesto de la 
existencia de 
peligro grave para 
los bienes y 
familiares del 
testigo, que afecta 
el ejercicio del 
derecho a la 
defensa, en el 
Juzgado Colegiado 
de Huánuco, 2021 
debido a que no lo 
solicita de oficio. 

Dimensión 
variable 

dependiente 

⮚ Derecho 
de 
contradicción 

⮚ Derecho 
a ofrecer 
pruebas 

 
 
 
 
 
Afecta, 
No afecta 
 
 

Población: 
2. 100 abogados  
3.  
4. Muestra:  

20 abogados 
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ANEXO 04 

CÉDULA DE CUESTIONARIO SOBRE EL REEXAMEN DE 

VIABILIDAD DE LOS PRESUPUESTOS DE CONSTITUCIÓN 

DEL TESTIGO CON RESERVA DE IDENTIDAD 

TÍTULO: REEXAMEN DE VIABILIDAD DE LOS PRESUPUESTOS DE 

CONSTITUCIÓN DEL TESTIGO CON RESERVA DE IDENTIDAD Y EL 

DERECHO A LA DEFENSA, EN EL JUZGADO COLEGIADO DE 

HUÁNUCO, 2021. 

DESCRIPCIÓN: Estimado abogado(a), la presente cédula de cuestionario 

tiene como finalidad investigar si existe o no incumplimiento del reexamen de 

los presupuestos de la constitución del testigo con reserva de identidad que 

afecta el ejercicio del derecho a la defensa, en el Juzgado Colegiado de 

Huánuco, 2021. Su participación es totalmente anónima y voluntaria, para lo 

cual solicitamos responda a las siguientes preguntas de manera sincera. 

Marco con un aspa “X” dentro de la casilla que usted crea conveniente de 

acuerdo a cada pregunta. 

 

Variable independiente: Reexamen de los presupuestos de 

constitución de testigos con reserva de identidad 

Dimensión: Peligro grave para la vida del testigo 

1. ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos ofrecidos 

por la parte contraria, por existencia de peligro grave para la vida 

del testigo? 

a. Sí, tuve un proceso (___) 

b. Sí, conozco un proceso  (___) 

c. No, ninguno (___) 

2. ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o 

seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, amenazas (___) 

b. Sí, chantaje (___) 

c. Sí, seguimiento (___) 

3. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de 

oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos 

de la constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el juez convocó de oficio (___) 

b. No, no convocó ninguna audiencia  (___) 
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4. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el fiscal solicitó una audiencia (___) 

b. No, no solicitó audiencia  (___) 

Dimensión: Peligro grave para la libertad del testigo 

5. ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos 

ofrecidos por la parte contraria, por existencia de peligro grave 

para la libertad del testigo? 

a. Sí, tuve un proceso (___) 

b. Sí, conozco un proceso  (___) 

c. No, ninguno (___) 

6. ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o 

seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, amenazas (___) 

b. Sí, chantaje (___) 

c. Sí, seguimiento (___) 

7. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de 

oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos 

de la constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el juez convocó de oficio (___) 

b. No, no convocó ninguna audiencia  (___) 

8. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el fiscal solicitó una audiencia (___) 

b. No, no solicitó audiencia  (___) 

Dimensión: Peligro grave para los bienes del testigo 

9. ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

procesos se constituyó reserva de identidad de testigos 

ofrecidos por la parte contraria, por existencia de peligro grave 

para los bienes del testigo? 

a. Sí, tuve un proceso (___) 

b. Sí, conozco un proceso  (___) 

c. No, ninguno (___) 

10. ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o 

seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, amenazas (___) 

b. Sí, chantaje (___) 
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c. Sí, seguimiento (___) 

11. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de 

oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos 

de la constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el juez convocó de oficio (___) 

b. No, no convocó ninguna audiencia  (___) 

12. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el fiscal solicitó una audiencia (___) 

b. No, no solicitó audiencia  (___) 

Dimensión: Peligro grave para los familiares del testigo 

13. ¿Tuvo o conoce de casos de patrocinados investigados en cuyo 

proceso se constituyó reserva de identidad de testigos 

ofrecidos por la parte contraria, por existencia de peligro grave 

para los familiares del testigo? 

a. Sí, tuve un proceso (___) 

b. Sí, conozco un proceso  (___) 

c. No, ninguno (___) 

14. ¿Se demostró la existencia de amenazas, chantaje o 

seguimiento en contra del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, amenazas (___) 

b. Sí, chantaje (___) 

c. Sí, seguimiento (___) 

15. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el juez, de 

oficio, convocó una audiencia de reexamen de los presupuestos 

de la constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el juez convocó de oficio (___) 

b. No, no convocó ninguna audiencia  (___) 

16. ¿En caso de que no se haya demostrado el peligro, el fiscal, 

solicitó una audiencia de reexamen de los presupuestos de la 

constitución del testigo con reserva de identidad? 

a. Sí, el fiscal solicitó una audiencia (___) 

b. No, no solicitó audiencia  (___) 

Variable dependiente: Derecho a la defensa 

Dimensión: Derecho de contradicción 

17. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave la vida del mismo, afecta 

el derecho a la defensa del imputado? 
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a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

18. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave a la libertad del mismo, 

afecta el derecho a la defensa del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

19. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave a los bienes del mismo, 

afecta el derecho a la defensa del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

20. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave sobre la familia del 

mismo, afecta el derecho a la defensa del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

Dimensión: Derecho a ofrecer pruebas 

21. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave la vida del mismo, afecta 

el derecho a ofrecer pruebas del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

22. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave a la libertad del mismo, 

afecta el derecho a ofrecer pruebas del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

23. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 

testigo, ante el supuesto peligro grave a los bienes del mismo, 

afecta el derecho a ofrecer pruebas del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 

24. ¿Considera que el incumplimiento del reexamen de los 

presupuestos de la constitución de la reserva de identidad del 
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testigo, ante el supuesto peligro grave sobre la familia del 

mismo, afecta el derecho a ofrecer pruebas del imputado? 

a. Sí, afecta (___) 

b. No, no afecta (___) 
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ANEXO 05 

GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN: "REEXAMEN DE VIABILIDAD DE 
LOS PRESUPUESTOS DE CONSTITUCIÓN DEL TESTIGO CON RESERVA 
DE IDENTIDAD Y EL DERECHO A LA DEFENSA EN EL JUZGADO 
COLEGIADO DE HUÁNUCO, 2021" 

La presente guía de análisis documental tiene por finalidad orientar la 
revisión sistemática del expediente judicial seleccionado como caso de 
estudio, permitiendo identificar la existencia del reexamen de los 
presupuestos de constitución del testigo con reserva de identidad y su 
incidencia en el ejercicio del derecho a la defensa, conforme a los objetivos y 
variables de la investigación. 

DATOS GENERALES DEL DOCUMENTO ANALIZADO 

Expediente N.°: ____________________ 

Delito: ____________________________ 

Órgano jurisdiccional: ________________ 

Fecha de revisión: __________________ 

Tipos de documentos revisados: 

(  ) Resolución judicial 

(  ) Acta de audiencia 

(  ) Sentencia 

(  ) Disposición fiscal 

(  ) Otro: __________________________ 

Variable independiente: Incumplimiento del reexamen de los 
presupuestos de constitución del testigo con reserva de identidad 

Dimensiones: peligro grave para la vida, la libertad, los bienes y 
familiares del testigo (amenaza, chantaje o seguimiento) 

N.º Aspectos a verificar Si No Observación 

1 
Existe resolución u otro documento que 
concede la reserva de identidad a favor 
de un testigo 

   

2 
La resolución u documento que dispone 
la reserva la identidad de un testigo, 
contiene una debida motivación 

   

3 
En la resolución o documento que 
dispone la reserva de identidad, se 
acreditó el peligro grave para la vida del 
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testigo, a través de amenazas, chantaje 
o seguimiento 

4 

En la resolución o documento que 
dispone la reserva de identidad se 
acreditó el peligro grave para su 
libertad del testigo, a través de 
amenazas, chantaje o seguimiento. 

   

5 

En la resolución o documento que 
dispone la reserva de identidad, se 
acreditó peligro grave para los bienes 
del testigo, a través de amenazas, 
chantaje o seguimiento 

   

6 

En la resolución o documento que 
dispone la reserva de identidad, se 
acreditó peligro grave para familiares 
del testigo, a través de amenazas, 
chantaje o seguimiento 

   

7 

El juez penal realizó el reexamen de 
oficio de los presupuestos de 
constitución de la medida de protección 
de identidad del testigo 

   

8 
Se verificó si continuaba vigente los 
presupuestos que dieron origen a la 
reserva de identidad del testigo 

   

9 

Existe resolución emitido por el juez 
penal que mantenga, modifique o 
suprima la medida de protección de 
identidad del testigo 

   

 

Variable dependiente: derecho a la defensa 

Dimensión: derecho de contradicción 

N.º Aspectos a verificar Si No Observación 

1 
La defensa pudo contrainterrogar al 
testigo con reserva de identidad 

   

2 
La defensa pudo contradecir la 
declaración del testigo con reserva de 
identidad 
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3 
La defensa pudo cuestionar la 
credibilidad del testigo con reserva de 
identidad 

   

4 
La identidad reservada impidió conocer 
antecedentes del testigo 

   

5 
La identidad reservada impidió verificar 
posibles intereses o conflictos del 
testigo con el acusado 

   

6 
La reserva de identidad del testigo 
afecta el ejercicio de contradicción 

   

Dimensión: derecho a ofrecer pruebas 

N.º Aspectos a verificar Si No Observación 

1 
La defensa solicitó motivadamente que 
se revele la identidad del testigo. 

   

2 
El juez penal admitió la solicitud 
presentada por la defensa para que se 
revele la identidad del testigo.  

   

3 
La defensa ofreció medios probatorios 
para cuestionar la declaración del 
testigo. 

   

4 
Los medios probatorios presentados 
por la defensa antes del inicio del juicio 
oral fueron admitidos. 

   

5 

La falta del reexamen de los 
presupuestos de la constitución de la 
identidad del testigo con reserva de 
identidad, por parte de juez penal, 
afecta la actuación de pruebas de 
descargo 

   

CONCLUSIÓN DEL ANÁLISIS:  

_____________________________________________________________
_____________________________________________________________
_____________________________________________________________
_____________________________________________________________ 

RESULTADO FINAL DEL ANÁLISIS: 

(  ) No existe afectación al derecho de defensa. 

(  ) Existe afectación parcial al derecho de defensa. 

(  ) Existe afectación significativa al derecho de defensa. 
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ANEXO 06 

CASO SOBRE DE RESERVA DE IDENTIDAD DE UN TESTIGO 

Y LA SOLICITUD PARA REVELAR SU IDENTIDAD. 
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Nota. Numeración antigua Exp. 034-2009 y 1902-2017  
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